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I. ASISTENCIA
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X
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Velásquez Seguel, Pedro
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-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes los diputados señores Cristián Campos Jara, Guillermo Ceroni Fuentes y Jorge Ulloa Aguillón.

-Por encontrarse con permiso constitucional no asistieron los diputados señores Fernando Meza Moncada, Clemira Pacheco Rivas, Alejandro Santana Tirachini, Guillermo Teillier Del Valle, Patricio Vallespín López y Germán Verdugo Soto.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 18.41 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 109ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 110ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ENVÍO DE PROYECTO A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN,
LEGISLACIÓN Y JUSTICIA

El señor ELUCHANS (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, en relación con el proyecto que se consigna en el punto N° 6 de la Cuenta, se ha determinado enviar la moción relativa al delito de manejo en estado de ebriedad exclusivamente a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

En ese sentido, pido que su señoría recabe el asentimiento de la Sala para que, una vez que lo haya analizado dicha comisión, pueda ser conocido también por la de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor ELUCHANS (Presidente).- ¿Habría acuerdo para proceder en los términos propuestos por el diputado Burgos?
Acordado.

PERMISO CONSTITUCIONAL

El señor ELUCHANS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accedería a la petición formulada por el diputado Pepe Auth, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 24 de enero de 2014, para dirigirse a Ecuador y Argentina.

¿Habría acuerdo?
Acordado.

V. OBJETO DE LA SESIÓN

ANÁLISIS DE LAS CAUSAS DEL CONFLICTO PORTUARIO Y SUS
CONSECUENCIAS PARA LA ECONOMÍA DEL PAÍS (Proyecto de acuerdo)

El señor ELUCHANS (Presidente).- La presente sesión tiene por objeto evaluar y analizar las causas del conflicto portuario y las consecuencias que acarrea para los diferentes sectores económicos del país.

En esta oportunidad, han sido convocados los ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick; del Trabajo y Previsión Social, señor Juan Carlos Jobet, y de Agricultura, señor Luis Mayol.

En el tiempo previo, correspondiente al Comité de la Unión Demócrata Independiente, intervendrá el diputado señor Ignacio Urrutia, a quien le ofrezco la palabra hasta por quince minutos.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, permítame una aclaración sobre el tema de los ministros. 

Durante la tarde han ocurrido dos hechos muy importantes: primero, el ministro del Trabajo y Previsión Social ha convocado a una reunión para mañana, a las 10 horas, a los actores en paro, es decir, a los trabajadores, empresarios y representantes del ministerio; y el segundo hecho, muy importante, pero también muy negativo, es que ninguno de los tres ministros convocados ha concurrido a esta sesión, y todos enviaron excusas. Como diputado de gobierno, esto me parece absolutamente inaceptable, porque, independientemente de que mañana se haya citado a una mesa de trabajo, demuestra una cierta indiferencia hacia lo que hoy está sucediendo con el paro portuario y también hacia la Cámara de Diputados, lo que espero que no ocurra en el futuro.

Antes de entrar a analizar lo que hoy está ocurriendo con el paro portuario, me parece muy importante hacer un breve recuento sobre lo que nos ha costado para llegar al estado en que hoy se encuentra el país. Hace 30 años, Chile estaba sumamente cerrado al mundo, teníamos aranceles superiores al 20 por ciento y no existía el comercio internacional que hay actualmente. Pero, en un momento determinado, gobiernos pasados tomaron la decisión de firmar tratados de libre comercio con distintos países y así cambiar el eje de nuestra economía para abrirla al mundo entero, para poder exportar e importar todos los bienes que fueran necesarios. Eso fue muy doloroso, extremadamente difícil y se hizo con el tremendo sacrificio de trabajadores, empresarios y particulares; incluso, mucha gente quebró en el camino para lograrlo. Los primeros fueron los productores de calzados. Cabe recordar que las primeras importaciones de calzados desde China destruyeron a mucha gente que quebró en esa época. Reitero: el camino no ha sido fácil, sino extremadamente difícil. 

También recuerdo que, cuando se nos hablaba de reconversión, ni siquiera entendíamos su significado. Pero después de que nos adaptamos a ella, vino la eficiencia y el desarrollo del tema tecnológico, porque ya no solo competíamos entre nosotros en Chile, sino que también debíamos hacerlo con los productores y las tesorerías de otros países del mundo. Por lo tanto, el camino era extremadamente complicado, pero hemos avanzado. Sin duda, nos ha costado mucho esfuerzo y sacrificio, pero lo hemos ido logrando.

Entonces, no se entiende cómo es posible que lo que se ha logrado durante treinta años se destruya en dieciocho días, tiempo que ha durado el paro portuario hasta ahora. Todo ese esfuerzo gigantesco se ha ido al tacho de la basura porque no han sido capaces de ponerse de acuerdo tres actores principales: trabajadores, concesionarios de los puertos y gobierno. Quizás uno se podría preguntar quién es el culpable, porque se tiran la pelota unos con otros. El Gobierno dice que este es un problema entre privados y estos últimos manifiestan que no están en condiciones de asumir todas las demandas de los trabajadores. A final, la culpa es de todos: del Gobierno, de los empresarios y de los trabajadores.

De los empresarios, porque me imagino que no han sido capaces, desde que obtienen la concesión, de tener un trato fluido con sus trabajadores para que este tipo de cosas no ocurra. 

De los trabajadores, porque, por muy legítimas que puedan ser sus demandas, provocan estos paros gigantescos en la época en que se generan las mayores exportaciones desde el país, sobre todo de fruta, que es perecible, con el consiguiente caos que se produce.

Y el Gobierno, porque avala esta situación; argumenta que hay algunas cosas que son legales y otras que no lo son, pero igual avala. Tengo en mi poder una copia de un dictamen de la directora del Trabajo, de 22 de marzo de 2013. ¿Se acuerdan de la paralización que se produjo en marzo de 2013, que fue gigantesca y que nos afectó muy fuertemente, incluso más de lo que ha sido este paro portuario, porque se cerraron todos los puertos del país? Ahora, al menos, se han mantenido abiertos los de Coquimbo y Valparaíso? ¿Y qué reclamaban los trabajadores en esa época? Exigían la media hora de colación. Y la directora del Trabajo, en un dictamen bastante difuso, que daba para cualquier tipo de interpretación y que, por lo tanto, había que leer bien y con detalle, reconoce la media hora de colación de los trabajadores. Eso me parece bien -no estoy en contra de eso-, pero la directora del Trabajo no es un ente particular; es el Gobierno. Así de simple. 

Y después, en que el Gobierno se sigue haciendo el leso en esta materia, el 11 de diciembre del 2013, se realiza una reunión y se firma un protocolo de acuerdo -tengo una copia en mi poder y, si quieren, se lo puedo hacer llegar- que dice lo siguiente: “El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de este documento, reconoce que han existido incumplimientos a la legislación laboral derivados de la aplicación de la media hora de colación retroactiva” -lo que están pidiendo hoy los trabajadores-, “entre el 1 de enero del 2005 y el 22 de marzo de 2013. O sea, el propio Gobierno reconoce lo que están pidiendo los trabajadores. Pero si el gobierno lo reconoce, es inentendible que el gobierno diga: “Yo no me meto en esta pelea, porque no tengo nada que ver. Este es un problema entre particulares.”. ¡Por favor! ¿En qué mundo estamos viviendo?

Luego, el protocolo de acuerdo expresa: “Con motivo de lo anterior, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social se compromete a establecer, en conjunto con el Frente de Trabajadores Portuarios de San Antonio, una mesa de trabajo a fin de analizar todas las vías de solución posibles al problema planteado.”. El compromiso era constituir la mesa de trabajo en diez días. Era 11 de diciembre, pasaron diez días y llegó el 21 de diciembre. Al final, no se constituyó dicha mesa. Y todos, sin excepción, es decir, gobierno, trabajadores -ya lo ha-
bían anunciado- y empresarios sabían que el paro venía. ¡Nadie hizo nada para que no se produjera! Era tan simple como que el Gobierno dijera a los trabajadores que cumpliría con el protocolo de acuerdo que firmó y que se efectuaría la reunión que había prometido. ¡Estaba firmado por un secretario de Estado, el ministro del Trabajo, y no por el tipo que limpia la oficina! 

Ahora se dice que se va a negociar siempre y cuando se termine el paro. ¡Pero si eso es una utopía! No conozco, ni en este gobierno ni en los anteriores -para no echarle toda la culpa al actual-, ejemplos en que los trabajadores del país hayan logrado algo si no paralizan o si no se movilizan. Ni este ni los anteriores gobiernos han sido capaces de anticiparse a los hechos y tratar de solucionar los problemas antes de que estallen. ¿Y qué hacen al final? Terminan negociando. Precisamente, mientras más fuerte sea la presión, mientras más fuerte sea la movilización, los trabajadores o gremios tienen más posibilidades de obtener resultados. Eso ha venido ocurriendo durante los últimos 24 años, y no solo ahora. 

Se suponía que este gobierno iba a cambiar esa práctica, pero no lo hizo, y el resultado es que los trabajadores portuarios no le creen al gobierno. ¿Cómo le van a creer si este prometió armar una mesa de trabajo en diez días, pero al final no lo hizo? Por lo tanto, como no le creen, no terminan el paro, con el consiguiente daño inmenso que le están haciendo a toda la producción, no solo a la que se exporta, sino también a la que se importa, porque nosotros importamos mucho desde otros países. Y ya llevamos 19 días de paro.

Recién hoy, en la mañana, se ha logrado empezar a descargar el primer barco en San Antonio, con muchas dificultades. Espero que mañana salga luz verde.

No voy a continuar, para dejarle el resto del tiempo a la diputada María José Hoffmann.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora María José Hoffmann.

La señora HOFFMANN (doña María José).- Señor Presidente, me sumo a las palabras expresadas por el diputado Urrutia, que representa completamente a nuestra bancada.

Quiero hacer un comentario de buena fe. Van 18 días de paro, la Cámara de Diputados anuncia esta sesión especial y, a una hora de realizarse esta, advertimos una señal importante del Gobierno de querer avanzar y sentarse a una mesa de diálogo. Si alguien creyó que las sesiones especiales no tienen sentido, esta nos da la razón a quienes creemos que son importantes. Pero a pesar de esa buena señal, hay muchos aspectos que deben considerarse en esta mesa de diálogo. 

Primero, es un error creer que el problema que está ocurriendo en nuestros puertos es puntual y no institucional. Hoy, esto refleja que no tenemos la institucionalidad pertinente, moderna, para resolver los conflictos entre los trabajadores y las empresas portuarias. Tenemos que entender que los puertos son de todos los chilenos, de todos los trabajadores, y que no se pueden usar como rehenes cuando producen daños tan grandes, para permitir que se generen estas negociaciones, que son tan necesarias. No es la forma correcta de generarlas, especialmente cuando se producen daños irreparables para quienes utilizan los puertos. Por ejemplo, hay daños importantes para la agricultura, para los pequeños emprendedores, para los camioneros, para los choferes, para toda la cadena productiva que se genera en los puertos, lo que afecta a todos los actores involucrados. En esto quiero ser muy clara. Las pérdidas son inconmesurables, y quiero dar algunos datos. 

Los daños directos para las empresas portuarias en San Antonio son de alrededor de 1,2 millones de dólares al día. Estamos hablando de 30 millones de dólares en estos 19 días. Mucho más graves son para los exportadores e importadores, cuyas cargas están avaluadas en muchos más millones de dólares. También se generan pérdidas para toda la cadena que se ve afectada; se pierde la confianza y la reputación para los años siguientes. Además, se producen pérdidas sociales, en la calidad del trabajo y para aquellos que pierden sus fuentes laborales. Y también hay pérdidas que no se han puesto sobre la mesa. ¿Cómo cree usted que nos están mirando desde el puerto de Callao, en Perú, por la falta de competitividad que están mostrando nuestros puertos? Todos sabemos que el 2020 tendremos una crisis portuaria muy grande, pero Chile no está pensando en ella ni está modernizando sus puertos.

Quiero profundizar en lo que señaló el diputado Urrutia con respecto a la posición del Gobierno. El 2005, el Estado de Chile se equivocó al no considerar a los trabajadores eventuales. 

Si bien el gobierno del Presidente Piñera, a través del dictamen al que aludió el diputado Urrutia, dejó claramente estipuladas las condiciones y los derechos de los trabajadores, al reconocer el tiempo de colación, que no será imputado a su jornada de trabajo, lo que considero un avance. Sin embardo, tiene que quedar muy en claro que este no es un conflicto entre privados. ¿Por qué? Porque las empresas operadoras han cumplido con la ley; porque las aspiraciones laborales sobrepasan completamente las leyes actuales, y porque se afecta de manera dramática a muchos sectores productivos. 

No vamos a permitir que esto se manosee como una herramienta para golpear al Gobierno, sobre todo cuando muchos de estos problemas no se resolvieron en el pasado. Por eso, esta Cámara tiene que asumir un rol relevante. 

Como Congreso Nacional debemos preguntarnos -y no solo los involucrados directos- qué podemos hacer para legislar y modernizar la ley de puertos. ¿Qué aspectos se debieran considerar? 

En primer lugar, se ha dado una señal bastante errada, porque mientras se llamaba al diálogo, 22 trabajadores eran detenidos en San Antonio, entre ellos sus dirigentes. Es urgente que el ministro del Interior y Seguridad Pública los libere para que podamos sentarnos a conversar. De lo contrario, va a faltar una parte muy importante en esa mesa.

Quiero ser muy enfática en lo importante que es dar las necesarias garantías. Con el diputado Torres nos ofrecimos para mediar y ser garantes. ¿Por qué? Porque hay un gobierno que sale y otro que entra, y somos nosotros quienes podemos dar continuidad a este proceso. 

Conozco de cerca a los trabajadores de San Antonio y sé que nos merecemos el megapuerto que Chile está esperando. Por eso, todos, tanto el Estado como esta Cámara, debemos hacer un mea culpa por lo que no hemos hecho.

Insisto: para que los trabajadores puedan sentarse a la mesa que ha conformado el Gobierno -lo felicito por eso-, tienen que estar libres mañana.

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para iniciar el debate, tiene la palabra el diputado señor Víctor Torres.

El señor TORRES.- Señor Presidente, como bien han dicho quienes me antecedieron en el uso de la palabra, han pasado 18 días desde que se inició la paralización portuaria, lo que ha afectado principalmente al puerto de San Antonio y, con posterioridad, a otros puertos del país.

En estos 18 días de paralización, el Gobierno no ha actuado con indiferencia, como dijo el diputado Urrutia, sino con indolencia, prepotencia y soberbia. ¿Por qué digo que ha actuado de esa forma? Fíjense que una hora antes de que se iniciara esta sesión, los tres ministros involucrados directamente en el conflicto anuncian una mesa de negociación, a la que citan para el día de mañana. Después de 18 días, y una hora antes de esta sesión especial, se les ocurre citar a una mesa de negociaciones. Además, lo hacen en el momento en que, de manera violenta y brutal, las fuerzas policiales, sin mediar provocación alguna de parte de los trabajadores, actúan de una forma que, a mi juicio, no podemos permitir y que, por el contrario, debemos condenar de manera enérgica. 

Esos 22 dirigentes portuarios ni siquiera han podido responder al llamado del Gobierno, porque antes de conocerse el anuncio, eran detenidos; porque antes del anuncio, mientras preparaban su olla común, las fuerzas de seguridad, que están invadiendo San Antonio, con más de 700 efectivos policiales -me encantaría tener esa cantidad de policías para combatir el narcotráfico y la delincuencia-, les daban una golpiza a los trabajadores portuarios.

Por lo tanto, quiero ser menos ingenuo, porque dudo de la buena voluntad detrás de esa mesa de negociación a la que se ha citado. Espero que no termine siendo una cortina de humo, porque pienso que esta convocatoria pudo haberse realizado antes.

Recojo las palabras del diputado Urrutia, sobre todo cuando hace la descripción cronológica de los hechos. Efectivamente, el Estado de Chile reconoce el incumplimiento del derecho a media hora de colación de los trabajadores portuarios eventuales. Esto lo hace en el mes de abril, luego de la paralización de marzo, cuando se establece claramente que los trabajadores sí tienen ese derecho. Incluso, en esa negociación, cuyo resultado final no comparto, se le coloca precio a esos 30 minutos o media hora de colación: 3.600 pesos. Y en esa negociación, la autoridad de ese entonces, la ministra del Trabajo y Previsión Social, asume el compromiso de seguir avanzando para evaluar cómo el Estado se hace cargo o cómo se resuelve lo de la retroactividad del derecho a la media hora de colación entre los años 2005 y 2013.

En esta materia, el Estado tiene mucho que decir, pues tomó la determinación de concesionar los sitios de atraque y, durante esos años, nunca tuvo un pronunciamiento sobre cómo se resolvería esa situación.

Cuando el Estado hace ese reconocimiento, es evidente que toma parte. Por eso, no puedo más que coincidir con el diputado Urrutia, en cuanto a que este no es un problema entre privados, y el Estado, por lo tanto, no puede mirar hacia el lado.

En diciembre se firma ese compromiso, en que el subsecretario del Trabajo reconoce claramente los incumplimientos a la legislación laboral derivados de la aplicación de la media hora de colación retroactiva entre el 1 de enero de 2005 y el 22 de marzo de 2013, y establece una mesa de trabajo. 

Al día siguiente de haber sido firmado ese documento, el ministro del Trabajo, el señor Jobet, desconoció dicho acuerdo y determinó que no habrá mesa de diálogo. Se realizó una paralización días después de un turno y se consiguió retomar las conversaciones. De hecho, hoy, 7 de enero, se iniciaron algunas conversaciones con un anexo que especifica algunas condiciones de diálogo, cosa que no aceptó el Gobierno. Se estiró el inicio de la mesa de negociación y terminamos con una paralización de 18 días, tras un ofrecimiento del Gobierno, cuyas condiciones para que esta se lleve a cabo desconocemos, puesto que esta mesa no fue negociada con los dirigentes, por lo que acabo de exponer, ya que fue anunciada después de haber sido detenidos estos trabajadores, quienes ni siquiera han podido responder a la solicitud que les hizo el Ejecutivo.

Está claro que ha habido daño para las empresas portuarias, para los exportadores, para los importadores y para la imagen país. Por eso, cuando durante muchos años los trabajadores se han visto afectados por la inoperancia del Estado o por la ambición o avaricia de los privados, no podemos mirar para el lado y tampoco desconocer que este es un problema mucho más profundo y trascedente en el tiempo.

Cuando se definió la concesión de los puertos, faltó voluntad para discutir una legislación que permitiera resolver estas materias. Y en eso concuerdo en la necesidad de generar una legislación pertinente para este tipo de actividades y, fundamentalmente, para las actividades consideradas eventuales, que consignan horarios de 7 horas y media de trabajo, con un vínculo laboral entre el trabajador y la empresa remitido tan solo a ese tiempo. 

Por lo tanto, de aquí en adelante, el Congreso Nacional tendrá una misión fundamental en la discusión del tema portuario, pero también tendrá un rol fundamental en la resolución de este conflicto, si es que eventualmente el gobierno decide presentar un proyecto de ley que resuelva, al menos, esta situación de la retroactividad. 

Señor Presidente, a esta conducta indolente, soberbia y prepotente, que concluyó con la inasistencia de tres ministros de Estado a esta sesión especial, espero que la suceda una actitud distinta y que el Gobierno se abra con real voluntad a discutir este tema.

Hace algunos días, los dos diputados por San Antonio, la diputada señora Hoffmann y quien habla, ofrecimos ser garantes para la resolución de este conflicto. Sin embargo, hasta el día de hoy no ha habido respuesta de parte del Ejecutivo para esta consideración. Es más, la única respuesta ha sido la inasistencia de los tres ministros, lo que demuestra un desprecio por la labor que realiza este Congreso, lo que es inaceptable.

Insisto, espero que se dé solución inmediata a la detención de los dirigentes en San Antonio. Es imposible llevar a cabo una mesa de negociación sin la presencia de esos trabajadores; asimismo, es necesario que se acabe el estado policial que este Gobierno ha impuesto en la comuna de San Antonio, porque no está llena de delincuentes, que allí se ha generado un conflicto, que se pudo haber evitado si se hubiera abordado de manera perfecta, con todas las pérdidas y el impacto negativo que ha tenido para la actividad económica del país y también para la imagen del puerto de San Antonio.

Con todo, señor Presidente, estamos completamente disponibles para seguir trabajando en la solución del conflicto. Aunque es una situación compleja, debemos mostrar voluntad para resolverla. Independiente de las molestias que podemos tener por lo que aquí ha ocurrido, nuestra voluntad siempre debe estar dispuesta para tratar de resolver esta situación.

Insisto, espero que esto se resuelva pronto y que el llamado del Gobierno no sea una cortina de humo, sino que sea realmente la actitud que uno espera de un gobierno para resolver un problema tan complejo como el que hoy está afectando no solo a los trabajadores de San Antonio, sino que a los portuarios de todo Chile.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, estoy extrañado de la actitud del Gobierno de Chile respecto de este tema. Si es un conflicto entre privados, el Gobierno debiera arbitrar las medidas para que los privados, dirigentes sindicales y empresas, resuelvan el problema por la vía de la conversación, que tiene que ver con la media hora de colación y con prácticas sindicales que en este ámbito son sumamente frecuentes. Pero el Gobierno no asume que es un actor del conflicto, ya que fue una medida administrativa, mediante una resolución de un órgano del Estado, lo que estableció la existencia de la deuda de la colación para el caso de la jornada de los trabajadores portuarios. Más aún, la señora ministra del Trabajo de la época valorizó ese derecho. Es decir, el Gobierno, a través del órgano competente, estableció la existencia de un derecho de los trabajadores portuarios. Incluso, la ministra valorizó, le puso cifras a ese derecho. En consecuencia, si es un conflicto entre privados, el Gobierno debe establecer las condiciones para que se cumpla con ese derecho, para que se pueda ejercer el derecho que el Gobierno, a través del órgano competente, les ha reconocido a los trabajadores. Para lograrlo, tendrá que fiscalizar, multar y tomar las medidas que la legislación establece.

Es verdad que aquí hay una especie de cartel, ya que tres grandes empresas en manos de tres familias controlan el rubro portuario. En consecuencia, la reiteración de multas puede significar el término de la posibilidad de muellaje, lo que, evidentemente, es un problema; pero eso no puede inhibir al Gobierno para tomar las medidas correspondientes.

Si por el contrario, el Gobierno se hace parte de la solución del problema, no basta con citar a una mesa. Ya los parlamentarios han sido pródigos en mostrar la indolencia en el cumplimiento de los tiempos y de los plazos. Este es un conflicto que se arrastra desde el año pasado. En consecuencia, no se ve razón alguna para toda esta demora.

El punto de fondo, señor Presidente, es qué hacemos con el trabajo portuario. Al respecto, todos tenemos que asumir un déficit, porque la legislación que tenemos es absolutamente precaria para ese trabajo. El eventual trabaja una jornada, firma el contrato y el finiquito. Así trabajan. Es un importante número de trabajadores eventuales en relación con lo que es habitual. O sea, tenemos aquí un flujo permanente de trabajadores que no tiene acceso al empleo. Esto ha significado que hay dos tipos de sindicatos, para decir las cosas con franqueza: los sindicatos que dan la pelea y los que se han entregado al empleador, por la vía de la administración del cupo del eventual, que también significa el acceso a un cierto derecho.

Entonces, el conflicto se podría resolver si mañana o pasado se zanja el tema del pago retroactivo del valor de la colación, pero lo que no se va a resolver por esta vía es que no existe un mecanismo efectivo para que ellos puedan negociar sus condiciones laborales y, en consecuencia, en el próximo peak del período de exportación, nuevamente tendremos este tipo de conflicto, porque los trabajadores saben que es el momento de presionar, ya que no tienen esa posibilidad el resto del año.

La solución para eso es establecer una legislación especial para el trabajador portuario. No hay que extrañarse al respecto, porque hemos avanzado en dictar estatutos especiales por rubro de industrias. En la actualidad, las disposiciones del Código del Trabajo que se refieren al trabajo portuario son trece; no hay más. El resto figura en la legislación común. En consecuencia, esas normas no se hacen cargo de las particularidades y de las peculiaridades del trabajo portuario, que tiene jornadas de distinta naturaleza, que está sujeto a un montón de características exógenas; incluso a la voluntad de las partes. Eso tiene que preverlo la legislación. Mientras no lo haga, vamos a tener un déficit en esta situación.

Entonces, avancemos en la solución del tema. El Gobierno no puede seguir insistiendo en que este es un conflicto de privados. Debe involucrarse, ya que, de un modo u otro, es el causante del problema porque estableció la configuración del derecho a la colación. Además, la señora Matthei le puso una cifra, 3 mil y tantos pesos. No hay que olvidarse de eso.

Entonces, hay que resolver esta situación a la brevedad, porque se está haciendo un daño al país. No obstante, no debemos olvidar que lo que importa es resolver el problema de fondo, que tiene que ver con la dictación de un estatuto particular para el trabajo portuario, que se haga cargo de todas sus particularidades; o sea, que la legislación laboral recoja y asuma esas particularidades, lo que, a mi juicio, finalmente resolverá el problema en el largo plazo.

De paso, con esto termino, hay que pegarle una apretada a la empresa Ultraport y a las familias Luksic y Von Appen, ya que no pueden mirar de lejos este conflicto. El efecto retroactivo que se pide respecto de la colación se debe a que los empresarios nunca han querido asumir la existencia de ese derecho; por eso el Gobierno se lo reconoció a los trabajadores; pero es necesario tener en cuenta desde cuándo se debe. Estamos hablando de un derecho que tienen todos los trabajadores comunes que realizan una jornada, lo que no ocurre en el caso de los portuarios. En consecuencia, esta discusión es completamente frívola. 

En resumen, las empresas tienen que asumir su responsabilidad. Lo único que pedían los trabajadores portuarios de Mejillones era el término de las prácticas antisindicales y el reconocimiento y pago del derecho a colación. ¡Todo el conflicto que hemos tenido por la indolencia de las empresas y por la clara desidia del Gobierno!

¡Qué lástima ver las sillas vacías que debieran ocupar los ministros! Espero que ninguno de los tres secretarios de Estado tenga problemas de lenguaje cuando deban estar aquí la próxima vez.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, qué duda cabe de que estamos viviendo una situación compleja, pero no solo en el ámbito portuario, sino que también en varias industrias que favorecen el desarrollo del país, que contribuyen al producto interno bruto y a las cuentas corrientes de Chile, con el objeto de que las exportaciones sean superiores a las importaciones.

Las industrias que impactan directamente en el crecimiento del país, desarrollan divisas, pero, principalmente, generan trabajo, no solo en el ámbito de los puertos, sino que en otras regiones que aumentan las exportaciones de Chile.

Entendemos las necesidades que tienen los trabajadores, defendemos sus derechos, queremos avances, pero también queremos que se dialogue. Queremos ver proactividad para solucionar este problema.

Sin lugar a dudas, un paro portuario en pleno mes de enero afecta a la zona central del país. La Sexta Región, que represento en el Parlamento, exporta fruta, cobre y carne durante este período. El punto es que las inversiones se ven afectadas, pero también corren riesgo las fuentes laborales.

Chile tiene gran capacidad productiva, ha generado un prestigio internacional respecto de la calidad de sus productos. La diferencia de hemisferio nos favorece, pero la distancia nos afecta. Es por eso, señor Presidente, que los puertos y su funcionamiento son fundamentales en pleno período de exportación.

San Antonio es el puerto principal para sacar los productos de la Región de O´Higgins. Hago un llamado al Gobierno, a los trabajadores y al empresariado para que se conviertan en un puente de cercanía y actuemos en conjunto y con solidaridad con el resto del país.

Chile lo construimos entre todos, con unidad y con responsabilidad. A Chile también lo defendemos entre todos. Por eso necesitamos proactividad para buscar soluciones y no hacer gallitos que perjudican a la mayoría y no benefician a nadie.

Es por eso, señor Presidente, que hacemos un llamado para lograr una solución pronta y efectiva, con respeto a esos trabajadores que contribuyen a las exportaciones de Chile.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, he seguido con atención el derrotero del conflicto portuario, porque si bien se trata de un problema que se ha generado entre privados, sus consecuencias lo han transformado en una verdadera emergencia nacional, debido a las implicancias que tiene en los diferentes ámbitos del quehacer económico y social del país.

Por lo general, se tiende a creer que ese tipo de conflictos involucra, en forma exclusiva, a los grandes empresarios del sector, pero se desconoce que en la cadena de producción tiene una participación muy importante el pequeño y el mediano productor frutícola. Por ejemplo, la casi totalidad de las cosechas de arándanos en Chile pertenece a productores que no poseen más de diez hectáreas.

Cito ese ejemplo porque en la zona en la que se encuentra el distrito que represento los productores de arándanos frescos son los más perjudicados debido al paro portuario, problema a los que se debe agregar el efecto climático en la caída del rendimiento y las dificultades que ha habido con los Estados Unidos de América. A ello se debe añadir que aún queda por cosechar el 30 por ciento de la producción de arándanos, cuya mayor parte se embarca fresca.

Lo objetivo es que el conflicto portuario no solo afecta la estrategia exportadora del país y a los agricultores, sino que también tiene efectos sociales muy concretos, pues en esa industria hay comprometida mucha mano de obra directa e indirecta, la que se estima del orden de las 600 mil personas.

Hasta hace un par de horas el Estado había permanecido demasiado pasivo ante una situación tan delicada como el conflicto portuario, pues aun cuando los puertos están concesionados, estos son, de acuerdo con la ley, de uso público y deben prestar servicio en forma continua y permanente.

Por lo tanto, considero que es el momento de analizar nuestra política portuaria y avanzar hacia una administración compartida de los puertos, en la que se integren agricultores y trabajadores, de manera que todos se sientan, en forma legítima, parte del negocio. En ese sentido, creo que el ejemplo alemán es una experiencia digna de ser analizada.

Si bien el conflicto portuario es una situación desagradable, también es una oportunidad para incorporar medidas que permitan alinear toda la institucionalidad detrás de la estrategia productiva y exportadora nacional, con el objeto de no quedarnos empantanados y entrampados un tiempo muy largo con el conflicto portuario suscitado por el derecho de media hora de colación, situación que debería haberse solucionado en diciembre pasado, cuando fue planteada en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

En consecuencia, respecto del conflicto portuario, urge la dictación de una ley que dé respuesta a situaciones como las que aquí se han generado, puesto que ha afectado en forma muy grave a todos los trabajadores portuarios.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Celso 
Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, quiero intervenir sobre la base de los comentarios que he recibido y a partir de las inquietudes que me han hecho llegar miles de temporeros de la zona del distrito N° 36, el cual represento, así como de distintas partes de la Región del Maule; además de lo que me han señalado cientos de choferes de camiones, los que han visto mermada su actividad laboral; a partir de lo que me han comentado pequeños agricultores, los que no solamente ahora tienen que preocuparse de la sequía que afecta al sector y por las heladas que los afectaron hace algún tiempo, sino que también deben hacerlo a raíz del paro portuario, porque muchos agricultores todo el año están dedicados, en forma exclusiva, a reunir la suficiente cantidad de fruta de exportación para cumplir con las obligaciones que han contraído con el mercado internacional.

En ese sentido, uno de los desafíos más difíciles que ha tenido esa actividad en la Región del Maule es conseguir la confianza de los mercados internacionales para cumplir con todas las metas propuestas. Sin embargo, cuando la confianza de un mercado internacional se pierde es muy difícil recuperarla.

Entonces, a partir de los problemas provocados por el paro del sector portuario, cabe preguntarse de qué manera podrán competir nuestros exportadores con los del resto de los países, como el caso de Perú y Sudáfrica, cuyo estándar y nivel de producción es muy alto.

Insisto en que es muy difícil retomar la confianza de los mercados que tanto ha costado abrir para nuestras exportaciones, de manera que encuentro inaceptable la actitud de las autoridades de Gobierno de tomar palco en la solución de un conflicto portuario que lleva más de dieciocho días. Es lamentable que ninguno de los ministros sectoriales que tienen que ver con la materia se encuentre presente en la Sala, porque cuando hay un problema que afecta al mundo agrícola, todos miran para otro lado y no buscan las soluciones que se requieren.

Debemos sacar las lecciones de lo que está sucediendo, de manera que esperamos que las autoridades lleguen a la solución definitiva del conflicto portuario, con el objeto de que no se vuelva a repetir, porque afecta a la gran cadena de nuestros productos de exportación.

Por lo tanto, es de suma importancia que se busquen las soluciones a ese problema, de modo que esperamos que el anuncio que ha hecho hoy el ministro del Trabajo y Previsión Social, después de dieciocho días de paralización, permita alcanzar ese objetivo.

En los últimos días hemos visto la situación que ha provocado el conflicto portuario tanto en la Región del Maule como en otras regiones del país, sobre todo si se considera que estamos en época de producción y cosecha de manzanas, lo que ha generado poca claridad respecto de qué efecto tendrá en la mano de obra del sector. De hecho, hay familias que viven de lo que puedan conseguir en las labores de temporada que se llevan a cabo en estas fechas, en la que guardan los recursos económicos para enfrentar el resto del año. Sin embargo, esa situación hoy está en riesgo.

En consecuencia, quiero insistir en que espero que se saquen las lecciones respectivas a partir de lo que ha ocurrido con el conflicto portuario, porque el mundo agrícola, una vez más, está siendo afectado sin tener una principal responsabilidad en aquello.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo 
Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, tan pronto como tomé conocimiento de la paralización en el puerto de Iquique llamé a los dirigentes de ese movimiento para que me explicaran cuál era la razón del paro. Con posterioridad, me reuní con ellos y me señalaron que se debía a que en 2005 la Dirección del Trabajo y Previsión Social estableció que los trabajadores de ese sector tenían derecho a colación, situación que ellos habían representado en reiteradas ocasiones, en las que pidieron que esa cartera llevara a cabo las fiscalizaciones correspondientes. De hecho, de 2005 a la fecha se han efectuado aproximadamente nueve mil fiscalizaciones, muchas de las cuales han terminado con el pago de las multas correspondientes. Sin embargo, siempre se ha emplazado a los empresarios a pagar el derecho de colación.

La demanda de los trabajadores portuarios tiene que ver con algo tan básico como es el reconocimiento del derecho a colación, el que todos entendemos como fundamental, pero que muchos de ellos no lo habían percibido desde 2005, de manera que están pidiendo que se les cancele con carácter retroactivo. Uno no puede menos que solidarizar con esa demanda, porque es de carácter básico.

Otro aspecto fundamental para los trabajadores portuarios es el establecimiento de una ley de trabajo de alto riesgo. Ellos entienden que el trabajo que realizan pone en riesgo su vida y su integridad física. Por ello necesitan un resguardo mayor, esto es, una ley de trabajo de alto riesgo.

Las demandas de los trabajadores portuarios son fundamentalmente dos: que les paguen su colación y que se dicte una ley que establezca que el trabajo que realizan en el puerto es de alto riesgo. Son exigencias mínimas, fundamentales, a las que todo trabajador tiene derecho. En consecuencia, uno no puede sino solidarizar con ellos.

La respuesta del Gobierno es que esta es una problemática entre particulares. Sin embargo, uno empieza a preocuparse cuando ve a la fuerza pública intervenir en los puertos para que la paralización no continúe. Es decir, tenemos un gobierno que dice: “Estamos frente a una problemática entre particulares, en la que no me meto, me omito”, pero que envía a la fuerza pública a los puertos para evitar que la paralización continúe. No estamos ante un Estado imparcial. Es solo un discurso lo que las autoridades de Gobierno dicen, cuando declaran: “Este es un problema de particulares; a nosotros no tienen por qué emplazarnos; no nos sentimos obligados a resolver este conflicto.” Pero sí se sienten obligadas a enviar a la fuerza pública para terminar con la paralización. Por eso hoy tenemos lo que tenemos. Se nos informaba que hay más de veinte trabajadores portuarios detenidos por continuar adelante con la paralización en el puerto de San Antonio.

Por tanto, estamos ante una mentira. Se nos engaña cuando se nos dice que estamos ante un problema de particulares. Si este es un problema de particulares, ¿qué hacemos aquí, celebrando una sesión en la Cámara de Diputados, que es un ente del Estado, dialogando, conversando, reflexionando sobre un conflicto que es supuestamente entre particulares? Nosotros desatamos precisamente este tema.

Hoy estamos frente a un conflicto social, porque lo que está en juego no es solo la mínima petición de los trabajadores. En este caso también está conflictuada la política económica. Si a nadie le interesa la política económica que se ha implementado, si no es un problema que a todos nos debería interesar, que a todos nos debería preocupar y en el que todos deberíamos poner de nuestra parte para resolver, quiere decir que estamos todos pintados. Efectivamente, es un conflicto entre particulares, pero los particulares no resuelven el problema. Por su parte, el Estado subsidiario se muestra insuficiente y no capaz de resolver este conflicto, en circunstancias de que tiene todas las capacidades para ello.

Estamos ante la urgencia de resolver un problema social de magnitudes, que si no se soluciona ahora va a escalar más y va a conflictuar más a la sociedad chilena. Lo importante ahora es que la mesa convocada por el Gobierno se aboque realmente, honestamente, de buena fe, a resolver el conflicto. Lo que piden los trabajadores es mínimo: que les reconozcan su derecho a colación y que todo lo que han estado exigiendo durante años se les pague de manera retroactiva, porque lo han pedido. Las 9.000 fiscalizaciones que se han hecho no son gratuitas; las han pedido a lo largo de todos estos años, desde 2005 hasta ahora.

Debemos asumir que estamos en presencia de un conflicto social, en el que todos debemos intervenir y decir algo, como lo estamos haciendo hoy. Existe un ente del Estado, como es la Cámara de Diputados, que está diciendo que debemos resolver el conflicto en bien de los trabajadores, en bien de una política económica que no comparto, pero que sin duda tiene a muchos actores preponderantes de la economía pendientes de ella.

Debemos darnos cuenta de que este no es un problema entre particulares, y de que un Estado ausente o subsidiario no es lo que hoy se requiere. Se necesita un Estado protagonista, que ayude y permita que todos los actores involucrados resuelvan en paz este problema.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, las intervenciones de los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra ahorran mayores explicaciones sobre la situación que generó el conflicto. El diagnóstico está claro y existe una opinión bastante extendida en todas las diputadas y todos los diputados que han intervenido, en el sentido de que no se trata de un conflicto entre privados y de que la actitud del Gobierno ha sido absolutamente insuficiente. Un diputado de la Alianza señalaba que el Gobierno no puede tomar palco. El Gobierno no ha cumplido con la misión que le corresponde en una situación como esta. El Gobierno tiene responsabilidad, en primer lugar, porque ella fue adquirida en las negociaciones anteriores, respecto de las cuales él mismo fue garante. En segundo lugar, porque los puertos pertenecen al Estado y están concesionados, y porque prestan un servicio de primera necesidad para la economía del país. Además, los trabajadores avisaron oportunamente y llamaron al Gobierno, hace casi treinta días, a formar una mesa de trabajo para encontrar una solución. Sin embargo, el Gobierno se lavó las manos y dijo: “Este es un conflicto puramente entre privados y no tengo que intervenir.”.

Hoy el Gobierno ha recapacitado. En la Cámara existe consenso en que es necesario que el Estado intervenga. Estamos tratando de instar al Gobierno para que tome una actitud clara, decidida, activa, frente al conflicto, y que, por tanto, termine con la indolencia e indiferencia que ha tenido respecto de él. La idea es que asuma las responsabilidades que correspondan en relación con el origen histórico del conflicto, pero, sobre todo, el rol que le cabe en relación con un problema social como el que se ha producido, tal como señaló el diputado Hugo Gutiérrez.

No es posible seguir aceptando que el Gobierno no haga nada. Parece que el Gobierno quisiera que no pase nada y que el conflicto se prolongara y terminara por el agotamiento de los trabajadores o exclusivamente recurriendo a los medios de represión. No es posible que frente a un conflicto como este el Gobierno actúe incluso como parte, solo tomando partido mediante la represión a los trabajadores, pero no exigiéndoles nada a las autoridades gubernamentales que corresponda. En este caso hay dos sectores sociales que se encuentran en una situación de conflicto y de enfrentamiento agudo, lo cual afecta la actividad exportadora, la actividad minera, la actividad frutícola, la situación de los trabajadores temporeros, y el empleo en toda la Región de Valparaíso, a la que pertenece el distrito que represento en el Congreso Nacional.

Por lo tanto, se requiere una actitud proactiva en orden a establecer una misión y visión de largo plazo, como la que planteaba el diputado Andrade, que implique legislar sobre la materia para regular la negociación entre ambas partes. Pero sobre todo se requiere una actitud proactiva ahora, inmediata, del Gobierno, en términos de que en la mesa de trabajo advierta y ponga mano firme a los empresarios, y señale a los trabajadores que tienen derechos que adquirieron y que la solución a sus demandas es de relativa simplicidad y no tiene para los empresarios los costos que sí tiene para el país. El Gobierno debe actuar en función de los intereses generales del país y no de los intereses particulares de un grupo de empresarios.

Creo que junto con emitir un proyecto de acuerdo sobre esta materia, la Cámara de Diputados debiera ofrecer sus buenos oficios mediadores y proactivos para solucionar este conflicto e instar al Gobierno y a los trabajadores a que encuentran una solución inmediata a este problema que está afectando a todo el país.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, aunque le parezca que no tiene nada que ver con el tema en discusión, en Davos, Suiza, se reunirá la élite empresarial de todo el mundo para conocer un documento de la Organización Oxfam, que ha llegado a establecer que el 50 por ciento de toda la riqueza mundial está en manos del uno por ciento de la población mundial, y que la mitad más pobre de todo el planeta posee la misma riqueza que las 85 personas más ricas del mundo. Cuando analizamos el conflicto que está afectando a nuestros puertos, estamos hablando un poco de esto. 

Quiero pedirles a los amigos de las bancadas de enfrente -conservadores, liberales, integristas, etcétera- que echen una mirada a estas cosas cuando analizan las razones de su fracaso electoral, porque al parecer viven en otro planeta; no saben el terreno que están pisando, la forma en que ocurren las cosas, cuáles son las motivaciones de los ciudadanos y de los trabajadores. 

Este conflicto, respecto del cual todo el mundo nos llama alarmistamente a colaborar a solucionar, ha pasado de ser un problema entre privados a uno de todo el país, de manera que, como dijo el diputado que intervino en primer lugar, es responsabilidad de todos los chilenos, es decir, de nadie. El actual Gobierno fue elegido para que gobernara, pero no lo ha hecho y no es la primera vez que ocurre. Debo recordar que ha habido otros movimientos sociales y el Gobierno tuvo la misma actitud de lejanía, prescindencia, de no escuchar ni abordar el problema que se estaba planteando, de correrse por la tangente e insistir en ideas preconcebidas que no venían al caso, etcétera. Ahora está ocurriendo lo mismo. 

Creo que todos quienes han gobernado durante estos cuatro años son dignos discípulos de aquel insigne Presidente Barros Luco que no solo inventó el famoso “sánguche”, sino que también acuñó una famosa frase, que parece ser la consigna del actual Gobierno para enfrentar las movilizaciones sociales. Barros Luco decía que hay dos tipos de conflictos: aquellos que se solucionan solos -para qué meterse en ellos si se van a resolver de todas maneras- y los que no tienen solución, para los cuales es válida la misma consigna acuñada para los primeros.

Invitaría al Gobierno a tomar las cosas más en serio y a escuchar a la bancada que dice que lo ha respaldado inclaudicablemente durante estos cuatro años, porque sus intereses económicos y su visión económica de la sociedad coinciden con la del Presidente de la República. Por eso, deben hacer el mayor esfuerzo, que es lo que corresponde.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Romilio Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, han pasado tres semanas desde que se inició este conflicto que, según el Gobierno, es entre privados. 

La noticia de hoy -pudo haber sido antes; hay plena coincidencia en ello- es que mañana se formará una mesa de trabajo en la cual participarán los tres actores involucrados en este conflicto que debieron sentarse a conversar antes: los trabajadores, los empresarios y el Gobierno.

Hace algún tiempo se produjo otra paralización de los obreros portuarios, oportunidad en que se pusieron sobre la mesa los problemas que los afectaban. Todos pensamos que ese conflicto no volvería a repetirse. Sin embargo, lamentablemente, hoy vemos con preocupación que algunos problemas que afectan a los obreros portuarios siguen pendientes.

Aquí se han esgrimido argumentos que justifican sus reclamos. Llama la atención que las autoridades no hayan hecho respetar los derechos de los trabajadores que desempeñan labores en los puertos. Evidentemente, el Gobierno debe ejercer presión para que este conflicto se solucione, ojalá, mañana. ¿Por qué? Porque además de afectar el funcionamiento de los puertos y a los trabajadores, también perjudica algunas actividades productivas del país. Por ejemplo, en algunas comunas de mi distrito, tales como Linares, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas y Colbún, la actividad agrícola, en particular la del sector frutícola, es muy importante durante los meses de verano, porque genera gran cantidad de puestos de trabajo. Pues bien, el conflicto que estamos viviendo pone en riesgo la generación de oportunidades de trabajo que muchas mujeres, hombres y jóvenes esperan durante largos meses porque no tienen otras posibilidades de conseguir trabajo. Ellos desarrollan actividades como temporeros durante tres, cuatro o cinco meses y el dinero que ganan en ese período les sirve para mantener a sus familias durante todo el año. El paro portuario está afectando estas actividades económicas que se desarrollan en cada una de nuestras comunas y, por lo tanto, el Gobierno no debe mostrarse indiferente ante un problema que, aunque es entre privados, tiene efectos sociales, pues afecta a muchas familias. 

Por otro lado, también tenemos a los productores agrícolas que en los últimos años han vivido graves problemas. De más está comentar que durante el año pasado las heladas afectaron grandes plantaciones frutícolas de nuestra zona, lo que retrasó el inicio de la recolección de fruta, actividad que genera mucho trabajo. En otros casos, se perdieron las oportunidades laborales que año tras año genera cada uno de nuestros huertos. Ahora, el paro portuario vuelve a producir este fenómeno, afectando directamente a nuestros productores agrícolas, así como también a las trabajadores y trabajadores temporeros.

Por otra parte, está el gremio del transporte, cuyos dirigentes han manifestado una profunda preocupación porque no se ven soluciones a este paro que se ha prolongado en el tiempo, no se ve la luz al final del túnel, no se ve que se llegue a acuerdos sobre un tema que, al leerlo en la prensa, parece tan simple y trivial.

Considero que la realización de esta sesión especial es un elemento que aporta a generar mayor preocupación, a dar una señal al Gobierno, en cuanto a que este problema no es trivial, sino muy importante para muchas comunas de nuestro país y para no poner en riesgo una serie de actividades económicas.

Espero que el día de mañana, cuando la mesa de trabajo inicie su labor, se encuentren soluciones; ojalá que no interrumpa su trabajo hasta que se llegue a un acuerdo y podamos decir al país con tranquilidad que el conflicto se resolvió y que se crearán los mecanismos adecuados para evitar que en los próximos meses o en los próximos años se vuelva a producir un conflicto similar.

Para terminar, hay una cuestión de imagen país. Chile no es el único productor ni el único exportador, puesto que debe competir con otros países del mundo. Este conflicto portuario ha hecho que los compradores internacionales de nuestros productos hayan perdido la confianza en él. Por eso, es urgente recuperar esa confianza y dar seguridad a esos países que esta situación no volverá a producirse, tarea que deben cumplir los trabajadores, los empresarios y el Gobierno. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Javier Macaya.

El señor MACAYA.- Señor Presidente, tal vez se ha abundado mucho en cuanto a si este es o no un conflicto entre privados, toda vez que el Estado debe cumplir un rol en estos casos.

Sin duda, creo que este es un conflicto entre privados, sin perjuicio de lo cual estoy convencido de que el Estado también debe jugar un rol en esta materia. Aquí se ha dicho que recurrir a este argumento es eludir el tema de fondo. Al final del día es un eufemismo porque el Estado debe intervenir necesariamente. Hay que poner el foco en el origen del conflicto: el pago retroactivo del bono de colación. Más allá de la libertad sindical en algunos puertos del norte, aspecto en el cual se ha centrado parte de la discusión, el origen del conflicto está en el pago retroactivo de ocho años del bono de colación. 

Difiero respecto del rol que debe cumplir el Estado, porque soy un convencido de que somos capaces de solucionar este conflicto dentro de la institucionalidad. Existe Estado de derecho y, por tanto, existe resguardo de los derechos de los trabajadores, de los empresarios, de los productores agrícolas, de todos, para solucionar estos conflictos. El rol del Estado es ser garante del cumplimiento del Estado de derecho.

No tengo dudas de que la huelga en San Antonio es ilegal -prestigiosos abogados laboralistas lo señalan-, pero lo que más me preocupa es que se haya instalado la presión como mecanismo de solución de los conflictos. El Gobierno ha mostrado poca capacidad para darse cuenta de la profundidad de ciertos conflictos sociales o laborales, en los que se parte con la estrategia de negociar bajo medidas de presión. En este caso, después de 18 días de huelga, recién mañana las partes se sentarán a conversar, pero a estas alturas ya son millonarias las pérdidas en la industria agrícola, que es la que más me preocupa.

Quiero homologar esta situación con la vivida en Aysén y en Magallanes, donde el Gobierno señaló que no iba a negociar bajo medidas de presión, pero al final terminó imponiéndose la fuerza de las circunstancias. A raíz del paro portuario se han visto afectados muchos trabajadores, entre ellos, temporeros y pequeños y medianos agricultores.

Bajo la premisa de que se tiene que cumplir la institucionalidad, me preocupan muchísimo las declaraciones del principal dirigente de los trabajadores portuarios, quien ha señalado que ellos no iban a enmarcarse dentro de la institucionalidad para reclamar el cumplimiento del dictamen de la Dirección del Trabajo, esto es, no iban a solucionar el conflicto a través de medidas administrativas de la propia Dirección del Trabajo o a través de los tribunales de justicia, porque, a base de un argumento muy poco profundo, el dirigente ha señalado que no tienen recursos para contratar un abogado.

El Gobierno tiene un rol que cumplir: mantener el Estado de derecho. Eso es básico. Si se toma el trabajo de otros por la fuerza, ya no estamos en democracia, retrocedemos a los tiempos de los señores feudales, donde quienes tenían más fuerza eran capaces de imponer su visión. El Estado debe garantizar el funcionamiento de la institucionalidad, es decir, que los problemas que deben ser resueltos por los tribunales de justicia, sean solucionados por ellos; que se garantice que quienes quieran trabajar, lo puedan hacer en condiciones normales.

Desde el Parlamento podemos proponer soluciones legislativas a lo que ocurre hoy en la industria portuaria, que tiene una naturaleza especial. Se trata de puertos que, en algunos casos, han sido recientemente concesionados. 

Quizá por eso, el rol del Estado se confunde un poco.

La petición de los trabajadores, en su naturaleza, me hace sentido; pero hay un momento, un lugar y una institucionalidad por medio de la cual ellos pueden canalizarla. Las presiones no se pueden hacer a costa del trabajo, del sacrificio, del esfuerzo de los agricultores, fundamentalmente de los de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins.

El no cumplimiento de la institucionalidad ha afectado el trabajo de los agricultores en un año en el que, además, ha habido sequía y heladas. A ello hay que agregar que, y desde hace cuatro años, la agricultura se ha visto afectada de manera significativa por el tipo de cambio.

Si el país deja de cumplir con la institucionalidad, corre el riesgo, como lo decía muy bien el diputado Ignacio Urrutia, de perder en un día y con pocas señales todo lo que ha avanzado en los últimos treinta años. Chile es reconocido en el mundo como un país serio, con prestigio. Por eso, señales de este tipo claramente van en la dirección inversa y pueden convertir la imagen de nuestro país en otra cosa.

Tengo la convicción de que hoy debemos ser capaces de dar una solución a este conflicto entre privados, pero donde el Estado tiene un rol trascendente que cumplir. Mañana las partes se sentarán a negociar. Espero que se logre una solución, porque mucha gente la está esperando.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, coincido con mi colega, el diputado Urrutia, en el sentido de que es lamentable que en una sesión tan importante como esta no haya presente ningún ministro.

Eso refleja y explica claramente por qué este paro lleva 18 días. Es la muestra más clara de la indolencia del Gobierno y de los ministros que no se han hecho presentes hoy en la Sala.

También concuerdo con la diputada María José Hoffmann en el sentido de que estas sesiones sí son importantes. La mesa de diálogo está citada para mañana. Tal vez sea una mera coincidencia, pero cuando se anunció la realización de esta sesión especial, se anunció la instalación de la mesa de diálogo.

Por otra parte, se habla de la indolencia del Gobierno y no es la primera vez que ocurre. Muchos diputados recordaron otros movimientos sociales, no solo de trabajadores, sino de la comunidad, como los de Aysén y Magallanes, en los que el Gobierno ha mirado en forma relajada la forma como va in crescendo el movimiento o el paro de actividades, como ocurre en este caso.

Quiero hacer notar la indolencia y la falta de criterio del Gobierno, pues cuando tiene pensado llamar a una mesa de diálogo, manda a actuar a las fuerzas especiales de Carabineros. Por eso, hoy, tenemos dirigentes detenidos. Entonces, uno se puede imaginar el ánimo que habrá mañana en esa mesa de diálogo. De paso, aclaro que me opongo a la actuación de las fuerzas especiales de Carabineros cuando trabajadores están en huelga. Pues bien, en este caso el Gobierno tuvo 18 días para enviarlas, pero recién lo hace hoy, en circunstancias de que mañana está citada la mesa de diálogo. Eso muestra una increíble falta de criterio y de sensibilidad.

A pesar de todo, tengo la esperanza de que la mesa de diálogo tenga buenos resultados, porque el paro de actividades afecta a otros sectores productivos. Sin embargo, dado el ambiente que se ha creado, con trabajadores y dirigentes detenidos, la verdad es que no va a ser muy bueno el inicio de esa mesa de diálogo, sin perjuicio de que, reitero, uno le desea el mayor de los éxitos.

Por otra parte, he escuchado y leído ataques a los dirigentes portuarios por su manera de actuar; se dice que son irresponsables, que no han pensado en los otros trabajadores, que el paro es ilegal, tema de fondo que debemos discutir. Sin embargo, la única herramienta que tienen los trabajadores para hacer valer sus demandas es la huelga, el paro de actividades.

¿Qué responsabilidad les cabe a los empresarios en este conflicto? Hace pocos meses, los trabajadores ya estuvieron en paro, pues reclamaban el pago de un bono de 3.500 pesos por la media hora de colación. Ese paro afectó a la economía del país, y si se dijo que la culpa fue de los trabajadores y no de los empresarios.

Hoy se repite la misma situación. Algunos se preguntan por qué los trabajadores paralizan sus actividades; por qué no piensan en otros trabajadores, como los de la agricultura. Al respecto, uno podría hacerse la misma pregunta en relación con los respectivos empresarios: ¿por qué no solucionan el problema? ¿Por qué no piensan en los empresarios del sector agrícola? No hay ninguna duda de que en este caso, todo el peso del conflicto se lo llevan los dirigentes y los trabajadores.

Hay que hacer reformas laborales, porque detrás de todo esto subyacen pésimas condiciones laborales. El diputado Andrade llamó a legislar respecto de ese sector. Por supuesto que es necesario hacerlo; pero no solo en relación con él, sino que hay que realizar reformas laborales en general para que los trabajadores realmente puedan desempeñarse en forma digna.

Si uno se preguntara por los sueldos y por las condiciones laborales de estos trabajadores, concluye que ha pasado mucho tiempo y no han ido a paro. En verdad, los trabajadores han sido muy tolerantes. Tienen un sistema en que son contratados por días, en pésimas condiciones, pese a lo cual han seguido desempeñándose y aportando en un sector que es vital para la economía del país. Estamos de acuerdo en eso.

Me imagino que con un mínimo de criterio, hoy se dejará en libertad a los dirigentes sindicales para que mañana se puedan sentar a negociar en la mesa de diálogo. No creo que los ministros vayan a negociar a la cárcel. Por eso, espero que esos dirigentes salgan en libertad hoy y que mañana, con el mejor de los ánimos y disposición, puedan buscar una solución.

Mucho se ha hablado acá de que este es un problema entre privados. Pero siempre hemos dicho que el Gobierno debe gobernar. Para eso lo elegimos: para gobernar.

Colegas dijeron que este asunto también está afectando a otros sectores de la economía. ¿Cómo lo hará el Gobierno? ¿Se quedará mirando para el cielo? Debe jugar un rol importante en este conflicto que lleva 18 días de duración. Se han perdido más de 200 millones de dólares -lo leí en la prensa- y el conflicto sigue creciendo, por lo cual las pérdidas pueden aumentar aún más.

El hecho de que no hayan venido los ministros citados a esta sesión y que, después de 18 días de huelga, recién se haya llamado a la conformación de una mesa de diálogo, nos permite decir que estamos ante una tremenda irresponsabilidad.

Insisto, ojalá que de la mesa de negociación salga humo blanco y que los trabajadores obtengan lo que piden. Espero que en el futuro legislemos sobre una gran reforma laboral, necesaria para el país, porque un famoso personaje llamado José Piñera nos dejó amarrados con un Código del Trabajo y un sistema de pensiones que han fracasado.

Mando todas las buenas vibras para que mañana salga humo blanco de esa mesa de diálogo, de manera que los trabajadores satisfagan las demandas por las que tan legítimamente han peleado durante este mes.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos y medio, el diputado señor Cristián Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, lo más fácil en esta situación, más bien dramática, que enfrenta el sector portuario y que tiene efectos trágicos en la agricultura, en particular en las temporeras y temporeros, en mi caso, de la zona de Melipilla y Talagante, es echarle la culpa al Ejecutivo.

He escuchado aquí a tirios y troyanos expresar que el Gobierno tiene la culpa. En verdad, aquí hay una responsabilidad no solo del Gobierno, sino, primero, de los empleadores, como decía bien el diputado Jiménez. 

Precisamente, uno de los motivos por las cuales perdimos la elección es porque si no queríamos perderlo todo, deberíamos haber dado algo. En este caso, un grupo de trabajadores pide el pago de la deuda por colación y una ley que regule el alto riesgo de su faena. Pero resulta que realizan un paro absolutamente ilegal. Por eso, aquí habría que reestudiar el derecho a huelga.

En Chile, hay exactamente 3.228 trabajadoras y trabajadores en huelga. ¿Alguien sabía que estaban en huelga? ¿Meten algún ruido? No, porque lo hicieron como efecto de una negociación colectiva, o sea, de un procedimiento que figura en el Código del Trabajo, perfectamente normado, y cuando las partes no llegan a arreglo, pueden declarar la huelga. Sin embargo, los trabajadores portuarios, como los empleados fiscales y municipales, no tienen derecho a huelga, conforme a la Constitución y a lo que señala el Código del Trabajo en su artículo 384.

Creo que es hora de repensar la ley laboral en relación con los trabajadores portuarios, los servicios eléctricos y, en general, de los servicios de primera necesidad, porque la realidad nos muestra otra cosa. Deben tener derecho a huelga, a fin de que, previamente, exista una negociación colectiva entre el empleador y los sindicatos de su empresa.

Esa es la paz social que el país exige. Si hoy, de una situación de trabajo, se pasa directamente a la huelga, al paro y a la violencia, es porque no tienen ese derecho.

Alguna vez escuché decir al diputado Jiménez que organizaciones internacionales del trabajo requerían que Chile modernizara su ley laboral. Esa es la realidad. ¿Cuánto tiempo estuvieron en huelga los empleados fiscales y municipales, al margen de la Constitución y de la ley?

Cuando se increpa por el hecho de que no vinieron los ministros, respondo que siempre los he visto presentes en las sesiones especiales de Sala. Sin embargo, hoy estamos frente a una situaciones delicadas, una en materia internacional, la corte Internacional de Justicia, con sede en La Haya, y nacional, el conflicto de los portuarios, que tiene paralizado el 63 por ciento de la exportación de la fruta.

Este problema, ¿es responsabilidad del Gobierno? En parte. ¿Tienen responsabilidad los empleadores? Mucha. ¿Tienen responsabilidad los trabajadores? También, porque tienen una responsabilidad con el país y con otros trabajadores, como las temporeras y los temporeros agrícolas.

Por lo tanto, al existir una responsabilidad tripartita, como Congreso Nacional deberíamos perfeccionar la ley laboral en materia de derecho a huelga, de manera que en forma previa previo a una de ellas, exista negociación colectiva. Así, serán los tribunales de justicia y las partes, en forma directa, los que resolverán los conflictos entre particulares. No tiene por qué ser el gobierno de turno, que siempre es imputado de ser el responsable total, en circunstancias de que no es así.

Por eso, solicito que se reformule la ley laboral en materia de derecho a huelga, atendida esta trágica realidad en la que Chile ha perdido millones y millones de dólares.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón 
Barros.

El señor BARROS.- Señor Presidente, en honor al tiempo, voy a declinar a mi opción de hablar. Solo hago un llamado a que esto se arregle, porque en las zonas agrícolas no podemos estar secuestrados por un problema de este tipo.

Gracias.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se suspende la sesión por cinco minutos para llamar a los señores diputados a votar el proyecto de acuerdo que se presentó.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo N° 994.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 994, del diputado señor Urrutia, la diputada señora Hoffmann, doña María José; los diputados señores Gutiérrez, don Romilio; Silva, Morales, Martínez, la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra, y los diputados señores Vilches, Sandoval y Baltolú, que en su parte resolutiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Apoyar la mesa de diálogo convocada por el Gobierno entre trabajadores y empleados portuarios, a fin de buscar, en el más breve plazo, una solución real, inmediata y, en lo posible, definitiva, con el propósito de poner fin de manera perentoria a este “paro portuario” que está causando grave perjuicio no solo a las partes directamente involucradas, sino también a la imagen internacional de Chile.

Los agricultores, los exportadores y los trabajadores portuarios deben armonizar sus inte-
reses y los derechos de cada uno de ellos, ya que, de lo contrario, y en un futuro no muy lejano, se volverán a producir este tipo de incidentes, que a nadie benefician.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Gracias, señor Prosecretario.

En votación el proyecto de acuerdo N° 994.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Molina Oliva Andrea; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Velásquez Seguel Pedro; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 20.12 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 4595-15)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular la siguiente indicación al proyecto de ley del rubro, a fin de que sea considerada durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:
AL ARTÍCULO SEGUNDO

-Para agregar el siguiente inciso segundo al artículo 12 del decreto con fuerza de ley 
Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil:

“La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales, en forma desagregada e individual por cada vuelo. Esta información deberá ser publicada para fines estadísticos y de información general.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIX DE VICENTE MINGO, Ministro de Economía, Fomento y Turismo; PEDRO PABLO ERRÁZURIZ DOMÍNGUEZ, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.”
2. Oficio de S. E. el Presidente de la República por el cual requiere el acuerdo de la Cámara de Diputados para nombrar en el cargo de Consejero Nacional del Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público a la
señora Ana María Luisa Jouanne Langlois, lo anterior de conformidad con
lo preceptuado en el artículo 22 de la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y
Participación Ciudadana en la Gestión Pública.


“Gab.: Pres. N° 063


Ant.: Ley N° 20.500, “Sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la gestión pública.


Mat.: Propone nombramiento de miembro del Consejo Nacional del Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de interés público.


Santiago, 17 de enero de 2014.

De: Sebastián Piñera Echenique


Presidente de la República

A: Señor Edmundo Eluchans Urenda


Presidente de la Honorable Cámara de Diputados


1. De acuerdo al artículo 22 de la Ley N° 20.500 (“sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública”), el Consejo Nacional del Fondo del fortalecimiento de las organizaciones de interés público estará integrado por los Subsecretarios de los Ministerios Secretaría General de Gobierno, Hacienda y Desarrollo Social; dos miembros designados por S.E. el Presidente de la República con acuerdo de la H. Cámara de Diputados y del H. Senado, respectivamente, y seis representantes de las organizaciones de interés público, incorporadas al catastro que crea esa ley.

2. Respecto del acuerdo requerido de la H. Cámara de Diputados para uno de los miembros designados por S.E. el Presidente de la República, éste se adoptará en votación única. Sancionado dicho procedimiento y nombrado el respectivo consejero por decreto supremo suscrito además por la ministra secretaria general de Gobierno, éstos permanecerán en sus cargos conforme a las reglas y hasta transcurrido el plazo establecido en el inciso 3° del 
artículo 24 de la referida Ley N° 20.500, esto es, por dos años.


3. En mérito de todo lo anterior, vengo en requerir el acuerdo de esta H. Cámara de Diputados, para nombrar en el cargo de Consejero Nacional del Fondo del Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público, a:

Ana María Luisa Jouanne Langlois. RUT: 7.051.159-2


Saludo a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la Repúiblica”.

3. Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia
recaídoen el proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que
caucionen créditos hipotecarios. (boletín N° 8069-14)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción de los diputados señores Jorge Burgos Varela y Felipe Harboe Bascuñán y con el copatrocinio de los diputados señores Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy lbáñez, Enrique Jaramillo Becker, Cristián Monckeberg Bruner, José Miguel Ortiz Novoa, Alberto Robles Pantoja, Jorge Tarud Daccarett y Matias Walker Prieto.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por esta Cámara en su sesión 74ª., de 30 de agosto de 2012, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación .


Conforme lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:


1.- De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.

En este caso se encuentra únicamente la disposición transitoria, la que según lo dispone el articulo 131 inciso segundo del Reglamento , debe entnderse aprobada por el solo ministerio de la ley .


2.- De las disposiciones 'que requieren se las aprueba con un quórum especial.


Ninguna de las normas del proyecto requiere un quórum especial de aprobación .


3.- De las disposiciones suprimidas.


No hubo.


4.- De las disposiciones modificadas.


No hubo.


5.- De las disposiciones nuevas introducidas.


No hubo .


6.- De las disposiciones que son de la competencia de la Comisión de Hacienda.


Las disposiciones del proyecto no son de la competencia de la Comisión de Hacienda.


7.- De las indicaciones rechazadas.


Se rechazaron las dos indicaciones presentadas en la


1.- La del diputado señor Turna para intercalar en el nuevo inciso quinto que se propone para el artículo 17 O de la ley Nº 19.496, entre las palabras “crédito” y “ procederá” , los términos “ a requerimiento por escrito del deudor y dentro de treinta días corridos”.


2.- La del diputado señor Chahín para agregar el siguiente inciso segundo en el artículo único del proyecto (pasaría a ser nuevo inciso sexto del artículo 17 O de la ley Nº 19.496):


“Pendiente el plazo establecido en el inciso anterior, el propietario del inmueble hipotecado podrá manifestar por escrito su voluntad de mantener vigente la hipoteca, o de ampliar el plazo para su cancelación y alzamiento.”
Fundamentos del rechazo


El diputado señor Harboe explicó el objeto de ambas indicaciones , señalando que en el primer caso, se pretendia evitar que el procedimiento de cancelación y alzamiento de la hipoteca se produjera en forma automática, porque podía resultar conveniente para el deudor mantener la hipoteca no obstante haber satisfecho la acreencia, como una forma de garantizar nuevos emprendimientos o negociaciones, sin tener que volver a incurrir en gastos para constituir una nueva caución.


En el segundo caso , que le pareció más adecuado, se permite al deudor , dentro del plazo que tiene el acreedor para alzar el gravamen , solicitar la mantención del mismo.


Recordó que la idea original del proyecto se orientaba a solucionar el problema que se presenta al deudor que ha pagado su deuda oportunamente, no obstante lo cual el proveedor del crédito demora injustificadamente alzar la garantía. No se refería a quien constituye una hipoteca con cláusula de garant ía general


Señaló que la demora a que había hecho referencia, solía emplearse por las instituciones acreedoras a fin de asegurar al cliente para futuras operaciones. Sin embargo, no dejaba de preocuparle que, cualquiera fuera la indicación que en definitiva se acogiera, terminara , en el caso de los bancos , por incluirse en los contratos una cláusula que incluyera la renuncia al derecho de solicitar el alzamiento de la hipoteca.


El diputado señor Calderón advirtió sobre la posibilidad de que sobre la base de cualquiera de las indicaciones presentadas, podría darse lugar a la comisión de un fraude, porque al mantenerse un gravamen que estaba destinado a caucionar una obligación ya extinguida, podría perjudicarse a otros acreedores distintos de la institución con la que se hizo el negocio, alterándose las reglas de la prelación de créditos.


Creía que la situación no podía confundirse con la hipoteca constituida con cláusula de garantía general, porque éstas sólo permiten alzar el gravamen cuando no resta obligación alguna entre acreedor y deudor . No le parecía que quedara entregado únicamente al deudor que ya pagó su acreencia, la decisión de alzar la hipoteca o no.


Finalmente, añadió que la inscripción del gravamen era también una medida de publicidad en beneficio de terceros, por lo que no resultaba adecuado que ello quedara sujeto sólo a la voluntad de las partes, opinión con la que coincidió el diputado señor Harboe quien agregó que, efectivamente, acoger cualquiera de las indicaciones presentadas podría prestarse para que quien tiene otros acreedores, decida mantener la hipoteca como una forma de evitar se conozca que su propiedad no se encuentra afecta a gravámenes.


Cerrado el debate, se rechazaron ambas indicaciones por unanimidad, con los votos de los diputados señores Calderón , Ceroni, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.


8.- Texto de las disposiciones legales que el proyecto


El proyecto modifica únicamente el artlculo 17 O de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

-o-

Por las razones expuestas y por las qué hará valer oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Sustitúyese el segundo párrafo del inciso quinto del artículo 17 O de la ley Nº 19.496, por el siguiente:


“Extinguidas totalmente las obligaci.ones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido y a efectuar a su costo, el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, en el plazo de treinta días. Lo dispuesto  en  este  inciso  se  aplicará  a  los  cesionarios  de  los  créditos hipotecarios cuando proceda.”

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial.


Lo dispuesto en el articulo único regirá respecto de los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley ya se encuentren pagados o terminen de serlo con posterioridad a dicha fecha.”
-o-

Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014


Acordado en sesión de igual fecha con la asistencia de los diputados señores Cristián Monckebeg Bruner (Presidente), Giovanni Calderón Bassi, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Diaz, Felipe Harboe Bascuñán y Arturo Squella Ovalle.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión”.

4. Segundo Informe de la Comisión Especial de Deportes, recaído en el proyecto de ley, originado en moción, que modifica la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con
ocasión de espectáculos de fútbol pofesional, tipificando los delitos de
lesiones y amenazas en contra de las personas que indica.
(boletín N° 9058-29-2)
“Honorable Cámara:


Vuestra COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTES viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo trámite reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Diputados señores Fidel Espinoza Sandoval, Tucapel Jiménez Fuentes, Celso Morales Muñoz, Manuel Rojas Molina, señorita Marcela Sabat Fernández, señores Víctor Torres Jeldes y 
Matías Walker Prieto, que modifica, sin que se haya decretado urgencia durante su tramitación.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


De conformidad con lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general en la sesión 99ª, celebrada el 4 de diciembre de 2013, con las indicaciones presentadas por los señores diputados y admitidas a tramitación.


Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:


1.- De los artículos que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo informe en la Comisión.


No hubo artículos en esta condición.


2.- De los artículos calificados como normas de rango orgánico constitucional o que deban aprobarse con quórum calificado.


En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión, no existen en el proyecto que se somete a consideración de la Sala normas que revistan el carácter de orgánicas constitucionales ni que requieran ser aprobadas con quórum calificado.


3.- De los artículos suprimidos.


No hubo.


4.- De los artículos modificados.


En esta situación se encuentran el artículo 6° de la ley N° 19.327.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


La idea matriz del proyecto es modificar la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, extendiendo las sanciones de multa, medidas cautelares y prohibición de asistir a espectáculos establecidas en los  artículos 6° y 6° A, a los delitos cometidos en contra de sus cuerpos técnicos y árbitros, cuando estos delitos se cometen fuera del recinto deportivo o de sus inmediaciones.


El proyecto fue aprobado en general y en particular, en su primer trámite reglamentario y constitucional, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial de Deportes, presentes en las sesiones en que fue votado.


Durante su vista en el Plenario de la Corporación, el proyecto fue aprobado en general, y respecto de él se presentaron dos indicaciones, de que da cuenta este Informe.


El texto aprobado por la Comisión y la Sala, que agrega un nuevo artículo 6° I, es del siguiente tenor:


“Artículo 6° I.- El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A, fuera del recinto deportivo o de sus inmediaciones, en contra de jugadores, árbitros, dirigentes, representantes legales, miembros del directorio o accionistas de organizaciones deportivas, todos ellos del fútbol profesional, con motivo u ocasión del ejercicio de las profesiones o calidades antes señaladas, que desempeñan en dicha actividad deportiva, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y le será aplicable lo dispuesto en los artículos 6° C, 6° D, 9° y 10.”.

Indicación N° 1


Del Diputado señor Jorge Burgos, para suprimir en el artículo 6° I, la voz “o accionistas”. 


Sobre esta indicación, los señores Diputados hicieron presente que la voz “accionistas”, era de connotación demasiado general, porque involucra en si a quienes puedan tener la calidad de accionistas mayoritarios o controladores de los clubes deportivos como también a aquellos que tengan una o más acciones y que, en su conjunto podrían ser miles de personas.


-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Accorsi Opazo, don Enrique; Brown Urrejola, don Pedro; Morales Muñoz, don Clso (Presidente de la Comisión); Rojas Molina, don Manuel; Rosales Guzmán, don Joel; Sabag Villalobos, don Jorge; Sandoval Plaza, don David; Verdugo Soto, don Germán y Walker Prieto, don Matías.

Indicación N° 2


De los Diputados señores Osvaldo Andrade y Matías Walker, para reemplazar en el 
artículo 6° I, la expresión “futbol” por “deporte”, entre las palabras “del” y “profesional”. 


El vocablo “deporte”, en una de las acepciones que da el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, lo define como “recreación, pasatiempo, placer, diversión, o ejercicio físico, por lo común al aire libre”. De la definición anterior podemos colegir que la voz deporte constituye el género y el fútbol es una especie de deporte, que se singulariza aún más si hablamos de fútbol profesional.


Respecto de esta indicación existió consenso en la Comisión en el sentido de que ella se apartaba de la idea matriz del proyecto, que es sancionar los hechos de violencia con motivo de espectáculos de fútbol profesional. 


En definitiva la Comisión, por la unanimidad de los diputados presentes, la declaró inadmisible.


-Puesta en votación la indicación fue declarada inadmisible por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Accorsi Opazo, don Enrique; Brown Urrejola, don Pedro; Morales Muñoz, don Celso (Presidente de la Comisión); Rojas Molina, don Manuel; Rosales Guzmán, don Joel; Sabag Villalobos, don Jorge; Sandoval Plaza, don David; Verdugo Soto, don Germán y Walker Prieto, don Matías.


De las indicaciones rechazadas.


No hubo.


De las indicaciones declaradas inadmisibles.


En esta condición se encuentra la indicación de los Diputados señores Osvaldo Andrade y Matías Walker, para reemplazar en el artículo 6° I, la expresión “futbol” por “deporte”, entre las palabras “del” y “profesional.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión Especial de Deportes os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Incorporase en la ley N° 19,327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, el siguiente 


“Artículo 6° I.- El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A, fuera del recinto deportivo o de sus inmediaciones, en contra de jugadores, árbitros, dirigentes, representantes legales, miembros del directorio de organizaciones deportivas, todos ellos del fútbol profesional, con motivo u ocasión del ejercicio de las profesiones o calidades antes señaladas, que desempeñan en dicha actividad deportiva, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y le será aplicable lo dispuesto en los artículos 6° C, 6° D, 9° y 10.”.


Continúa como Diputado Informante, el señor Matías Walker Prieto.

-o-

Acordado en sesión de fecha 15 de enero de 2014, con asistencia de los Diputados señores Accorsi Opazo, don Enrique; Browne Urrejola, don Pedro; Morales Muñoz, don Celso (Presidente de la Comisión); Rojas Molina, don Manuel; Rosales Guzmán, don Joel; Sabag Villalobos, don Jorge; Sandoval Plaza, don David; Verdugo Soto, don Germán y Walker Prieto, don Matías.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2014.


(Fdo.): HERNÁN ALMENDRAS CARRASCO, Abogado Secretario de la Comisión”.

5. Informe de la Comsión de Educación, Deportes y Recreación, recaído en el proyecto de ley originado en moción que sanciona el tráfico ilícito de
estupefacientes y sustancias pisotrópicas, con el fin de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas. (boletín N° 5345-04) (S)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación pasa a informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe.
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1. IDEA MATRIZ DEL PROYECTO.


La idea matriz del proyecto consiste en modificar los artículos 15 y 46 letra f) del decreto con fuerza ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza Ley N° 1, con el objeto de entregar al encargado de convivencia escolar la responsabilidad de asumir una labor de prevención en el consumo de alcohol y drogas e incluir una política para prevención del consumo de alcohol y drogas en el reglamento de convivencia escolar de los establecimientos educacionales.


2. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


De conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, todos los numerales del artículo único del proyecto de ley rechazado por esta Comisión tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales al modificar diversas disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, Ley General de Educación, legislación que, salvo dos preceptos, tiene dicho carácter normativo. Por lo anterior, se requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental
.


3. ARTÍCULOS DE COMPETENCIA DE LA COMISIÓN DE HACIENDA


A juicio de esta comisión, el proyecto en informe no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


4. APROBACIÓN EN GENERAL 


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación, luego de escuchar las exposiciones y la necesidad de prefeccionar el texto del proyecto de ley, acordó aprobarlo en general con 12 votos a favor y rechazarlo en particular, por siete votos en contra.

5. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


La Comisión rechazó la totalidad del articulado sometido a su consideración, cuyo tenor es el siguiente: 


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación, y del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 2005:


1.- Intercálase, en el inciso tercero del artículo 15, a continuación de la locución “encargado de convivencia escolar”, la frase “y de prevención de consumo de alcohol y drogas”.


2.- Agrégase, en la letra f) del artículo 46, el siguiente párrafo final:


“Dicho reglamento, además, deberá incluir una política para la prevención del consumo de alcohol y drogas.”.”.


6. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputado informante a la señora María José Hoffmann Opazo.

II. ANTECEDENTES GENERALES


En el inicio de su tramitación, el proyecto de ley, originado en una moción de los HH. Senadores Carlos Bianchi Chelech y Jaime Orpis Bouchon, modificaba la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas.


Sin embargo, durante su discusión en general y en particular, se ha determinado que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en modificar los artículos 15 y 46 letra f) del decreto con fuerza ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370
, con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza Ley N° 1, como se ha señalado anteriormente. 

A juicio de los autores de la iniciativa se ha podido constatar en nuestro país un creciente aumento en el consumo de drogas y alcohol en la población escolar, lo que obliga a consagrar una política de prevención obligatoria en la Ley General de Educación. En Chile, de acuerdo a recientes estudios que se han hecho sobre la materia existe casi un millón de personas que presentan problemas derivados del consumo de alcohol y que el 70 por ciento de los bebedores excesivos también abusan de las drogas. 

Con respecto a las drogas ilícitas, estudios de CONACE, señalan que en Chile quinientas mil personas reconocen haber consumido drogas ilícitas el último año y alrededor de cien mil personas admiten ser dependientes de alguna sustancia ilícita. Advierten que la mayoría de los consumidores de drogas se encuentran en plena edad productiva, es decir, entre los dieciocho y treinta y cuatro años de edad.

Pero, sin duda, que es en la población escolar donde se agrava el problema, que muestra un aumento del consumo de drogas en los colegios particulares, en los colegios particulares subvencionados y en los establecimientos municipalizados. Lo anterior hace imprescindible realizar políticas de prevención que abarquen todos los establecimientos educacionales del país, sin exclusión alguna. 

Para los autores de la moción la prevención del consumo de drogas debe abordarse desde temprana edad, permitiendo que los niños y los jóvenes tengan acceso a programas de prevención que sean efectivos, continuos y sistematizados, que no se concentren sólo en charlas esporádicas distantes en el tiempo, ya que según ellos ésta sería la única manera de crear una conciencia real del flagelo de la droga.
Para enfrentar este cruel flagelo, los senadores Orpis y Bianchi impulsaron este proyecto de ley cuya finalidad era llenar el vacío que existe en la ley N° 20.000 que sanciona el tráfico de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, que sólo abarca los aspectos represivos de una política antidrogas, pero no promueve su prevención. 

En el primer Informe de la Comisión se propuso agregar un nuevo artículo 77 a la ley 
N° 20.000, estableciendo la obligación de los establecimientos educacionales, cualquiera que sea su dependencia incluir entre sus planes de estudio materias enfocadas a la prevención de consumo de drogas.

Durante la discusión en particular el Gobierno propuso una indicación sustitutiva, que adicionaba a las funciones del encargado de convivencia escolar la de “prevención del consumo de alcohol y drogas, además de incorporarse una letra k) nueva al artículo 46, del siguiente tenor:


“k) Elaborar e implementar un plan de prevención orientado al desarrollo de habilidades para la prevención del consumo de drogas y alcohol.


Establecía, además, que la implementación de este plan deberá considerar acciones pedagógicas sistemáticas en todos los niveles educativos del establecimiento y la consideración de recursos humanos suficientes para tales efectos.

En sus artículos transitorios establecía plazos para la implementación del plan de prevención y la implementación de las acciones por los sostenedores.

La Sala del Senado rechazó la letra k) y los artículos transitorios.
-o-
III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY


El proyecto de ley consta de un artículo único compuesto por dos numerales que modifican los artículos 15 y 46 letra f) del decreto fuerza de ley que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 20.370, con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza Ley N° 1.


El primer numeral adiciona al encargado de convivencia escolar la denominación y función de encargado de prevención de consumo de alcohol y drogas. 

Por su parte, el segundo numeral incorpora una nueva exigencia a los establecimientos educacionales para obtener el reconocimiento oficial del Estado, esto es, que el reglamento interno incluya una política para la prevención del consumo de alcohol y drogas.

IV. DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO


Para el análisis de esta iniciativa, la Comisión de Educación contó con la asistencia y colaboración de uno de los autores de la moción H. Senador Jaime Orpis Bouchon; de la docente de la Escuela de Psicología de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Doctora en Psicología señora Verónica López, y el docente de la Universidad de Santiago de Chile, Doctor en Educación señor Jaime Retamal.


Durante la discusión en general del proyecto, el H. Senador JAIME ORPIS expresó que la idea matriz de la moción es establecer como obligatorio en todos los establecimientos educacionales y niveles de enseñanza la prevención de drogas y alcohol.

Señaló que en Chile se vienen haciendo estudios en materia de prevención de alcohol y drogas a partir del año 1995 y en el año 1999 por primera y única vez se realizó un estudio comunal en la materia. 


La serie histórica de estudios naciones y estudio comunal del año 1999, se contiene en el siguiente gráfico:
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Del gráfico precedente, se deduce que el mayor aumento en el consumo de marihuana se presenta en los cursos más bajos, es decir, octavo básico y primero medio, ascendentes a 250 y 130 por ciento, respectivamente.


Luego, el estudio comunal sobre el consumo de marihuana, es el siguiente
:
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Esta lógica de consumo, a su vez, se réplica en el consumo de cocaína y pasta base, donde el mayor aumento también se presenta en cursos bajos, específicamente, octavo básico y segundo medio, en conformidad a los siguientes gráficos:
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El gráfico anterior, muestra un aumento en: octavo básico, 166 por ciento; primero medio, 244 por ciento; segundo medio, 94,4 por ciento; tercero medio, 28,1 por ciento, y cuarto medio 19, 4 por ciento.


Ahora, en relación al consumo de pasta de base el aumento también se produce en los cursos bajos, principalmente, en primero medio con un aumento de 250 por ciento y segundo medio con un 210 por ciento, conforme al siguiente gráfico: 
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Enfatizó el Senador señor Jaime Orpis que, en definitiva, son estos antecedentes los que lo motivaron a presentar hace doce años atrás, el primer proyecto de ley que regula la materia y que fue rechazado en el Senado.


Agregó que el proyecto que hoy estudia está Comisión fue presentado en el año 2007, y aprobado por el Senado el año 2012, con algunas modificaciones introducidas por el Ejecutivo que, lamentablemente, cambian su estructura original.


Es así, que en la Comisión de Educación del Senado se producen las siguientes modificaciones al decreto fuerza ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005: 


1) Agrega al encargado de convivencia escolar una nueva función de encargado de prevención de consumo de alcohol y drogas (artículo 15);


2) Incorpora dentro de los requisitos para obtener el reconocimiento oficial del Estado, una nueva exigencia que haga obligatorio incluir una política para la prevención de alcohol y drogas en el reglamento escolar (artículo 46 letra f)), y 


3) Establece la elaboración e implementación de un plan de prevención orientado al desarrollo de habilidades para la prevención del consumo de drogas y alcohol (artículo 46, letra k) nueva).


Sin embargo, la Sala del H. Senado sólo se aprobaron las dos primeras modificaciones, rechazándose aquella que incorpora una nueva letra k) al artículo 46 de la ley a su iniciativa, porque se trata de una norma carente de contenido y espacio, de carácter meramente formal, que no establece un contenido mínimo del programa. 


De hecho, en la propuesta original se contenía  la idea de destinar horas al efecto, materia que fue imposible de consensuar con el Ejecutivo, pese a que, curiosamente en la discusión del proyecto éste evaluó la idea de que se incorporara en las horas de orientación. Es decir, la nueva letra k) del artículo 46 de la ley, no hace mención en absoluto acerca de qué pasa con los alumnos consumidores problemáticos de drogas, que acciones debe realizar el establecimiento educacional, etc., correspondiendo en estos casos primeramente ponerlo en conocimiento de los padres y/o apoderados y su posterior derivación a tratamiento, pues se trata de una patología auge.


Finalmente, expresó el Senador señor Orpis que, personalmente ha dedicado su vida entera a la materia y cree que lo peor es no hacerse cargo de lo que está ocurriendo. Por ello, es partidario de implementar una política de shock de carácter flexible en los establecimientos educacionales, que impacta en los cambios conductuales de los niños en edad temprana.

El Diputado señor Mario Venegas expresó que el problema de las drogas es multicausal, con un aliciente fundamental de carácter socioeconómico que va más allá de la escuela; por ello, obligar a los establecimientos educacionales a asumir tareas que la sociedad en su conjunto no es capaz de hacer, es colgarle una responsabilidad más a los docentes, alejándolos del contenido curricular propio de las escuelas, tal como se ha realizado con el problema de la alimentación, pese a que existen estudios que demuestran que la obesidad tiene un estrecha relación con la condición socioeconómica de los niños, y la escuela no puede hacer nada más que aumentar la horas de educación física.


Finalmente, apuntó que una disminución en el consumo de drogas no se va a lograr  incorporando nuevas obligaciones al establecimiento educacional.


El Diputado señor Rodrigo González expresó estar de acuerdo con incorporar una política para la prevención de drogas en los establecimientos educacionales y que se trata de una materia que urge tratar. Sin embargo, requiere de la opinión de expertos; pues no tiene certeza que incorporando una función más al encargado de convivencia escolar, sea la forma correcta.


Por su parte, el Diputado señor Sergio Aguló manifestó compartir los antecedentes aportados por el Senador Jaime Orpis, entendiendo que el ingreso al mundo de las drogas por niños de temprana edad hace indispensable legislar sobre la materia.


El Diputado señor Manuel Monsalve consultó cuál es el punto de disenso que existe con el Ministerio de Educación, para que éste no compartiera el contenido y el objetivo proyecto de ley en discusión.


El Diputado señor Manuel Rojas recordó  que en el año 2012, presentó una moción sobre la esta misma  materia.


El Diputado señor Germán Becker argumentó que conforme a lo expresado por el Senador Orpis, si el proyecto se aprueba en los mismos términos en que lo despachó el Senado sólo constituirá una mera declaración de intenciones. Pero por otro lado, estimó que esta materia es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


La docente de la Escuela de Psicología de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Doctora en Psicología señora Verónica López, expresó que originariamente la iniciativa establecía una hora semanal de clases como requisito de implementación de una política para la prevención de drogas, medida que le parece inapropiada, inadmisible e inviable por los siguientes motivos: 


a) Desde el ámbito de la salud mental e intervención social. En su opinión no basta con simple declaraciones, sino que debe efectuarse de modo sistemático, transversal y no focalizada en la sala de clases, por ejemplo, como lo hace SENDA. Además, existe un problema anterior a la prevención en el artículo 4° de la Ley N° 20.000, que establece el deber de los establecimientos educacionales de denunciar a las personas que consumen;  por ende, si la misma escuela ofrece el tratamiento estaría acusando al consumidor, que a su vez, será considerado como infractor de la ley penal juvenil. 


b) Curriculares y pedagógicos. No todas las acciones pedagógicas ocurren dentro de la clase, sino que se requieren de acciones pedagógicas sistemáticas, tal como lo contempla la indicación N° 2.


c) Sistema actual, regido por el SIMCE. Tampoco el encargado de convivencia escolar es capaz de asumir una hora a la semana destinada para la prevención de drogas, precisamente porque está al servicio del rendimiento educativo, aún cuando la Agencia de la Calidad de la Educación, va a evaluar un indicador sobre hábitos de vida saludable. Ello no garantiza que las escuelas vayan a dejar de favorecer como prioridad el rendimiento educativo, ya que ese indicador vale un 30 por ciento de la nota final de escuela.


d) Viabilidad. En  su concepto, es bastante inviable que todos los colegios tengan una hora a la semana con un mínimo de horas anuales, incluso desde punto de vista técnico-pedagógico, ya que el curriculum se fija en conformidad a los criterios provenientes del Ministerio de Educación.


En cuanto a las indicaciones presentadas por el Ejecutivo expresó la señora López que le parece teóricamente razonable que el encargado de convivencia escolar se haga cargo de la prevención de drogas; sin embargo, en la práctica es imposible por cuanto carecen de horas para dedicarse a la convivencia escolar; algunos establecimientos no han implementado el cargo, y se carece de criterios de selección para el encargado. Por tanto, si bien teóricamente es razonable, se requiere previamente fortalecer el cargo.


También, destacó que debe distinguirse con claridad respecto de que se entiende por “una política”, que es un orden mayor de carácter global y abstracto con una visión, misión y enfoque que puede estar contenida incluso en la Ley General de Educación como parte del reconocimiento oficial del Estado; un “plan de prevención”, que tiene objetivos, metas, tiempos, encargados, entre otros y un “programa”. 


Finalmente, manifestó estar de acuerdo con que exista una política sobre la materia y se discuta respecto de los planes de prevención, siempre que se resguarde la autonomía de las escuelas para elegir el enfoque (tolerancia cero, acompañamiento, vida saludable, etc.), dentro de su organización curricular y tendencia administrativa. Asimismo, destacó estar en desacuerdo con la existencia de un programa universal.


Seguidamente, intervino el docente de la Universidad de Santiago de Chile, Doctor en Educación señor Jaime Retamal, quien expresó que los fundamentos del proyecto son sólidos, no sólo por los datos y evidencias que muestra, sino también porque es evidente para quienes hacen investigación o formación con los actores de sistema. Por ejemplo, en el programa de formación de directores que contó con la participación de 40 directores de establecimientos educacionales desde Arica a Punta Arenas, todos afirmaron que el consumo o tráfico de drogas en un tema sensible y particularmente perturbador 


Afirmó que los actores perciben la droga y su consumo como un dato importante en la vida cotidiana escolar y que desde el punto de vista curricular le parece agotado el experimento de los Objetivos Fundamentales Transversales. En este sentido, considera del todo pertinente, desde la perspectiva de las ciencias de la educación, que un tema tan relevante como el de este proyecto, se verticalice explícitamente en la trayectoria curricular de los estudiantes del sistema escolar.


A su juicio, la transversalidad conlleva dos problemas fundamentales:


a) Lo que se transversaliza corre el riesgo de hacerse invisible, cuando las necesidades e incentivos del sistema son otros. Sabemos -señaló-, que nuestro sistema está fuertemente influenciado por otros contenidos, que hacen prácticamente imposible dedicarle tiempo y recursos pedagógicos al tema de la droga y se perciba como una “pérdida de tiempo pedagógico”.


b) La educación, per se, siempre tiene y ha tenido objetivos fundamentales transversales. Todo proyecto educativo, nacional, público o particular, siempre ha tenido valores antropológicos, sociológicos, religiosos, políticos, económicos y culturales que transmite, sí o sí, que al hacerlos explícitos eliminando al mismo tiempo verticalidades curriculares, se cae, en una tautología pedagógica, que sólo ha tenido costos para la formación de los jóvenes.


Es por ello, que cuando afirma que debe verticalizarce y no solo transversalizarse la formación, por ejemplo, del consumo y la prevención del consumo de drogas, hace referencia a la necesidad de crear momentos pedagógicos explícitos (cursos, módulos, o asignaturas, con tiempos, metas, objetivos, actividades y actores formativos explícitos en el curriculum).


Apuntó, que el dispositivo pedagógico de los objetivos fundamentales transversales es un experimento agotado, porque cada una de las disciplinas, que si bien es cierto, pueden tener dentro sus curriculums particulares, oportunidades pedagógicas para tratar el tema de las drogas, no es lo mismo que este tema tenga un espacio curricular-educativo dentro de la totalidad del curriculum, donde el mensaje de importancia y trascendencia es evidente.


Asimismo, afirmó que es claro para la historia de la educación en Chile que la transversalidad es un experimento, pues siempre hemos tenido asignaturas explícitas o momentos curriculares explícitos para tratar temas de formación.


Finalmente, expresó que desde el punto de vista de las ciencias de la educación, el principal desafío, que puede tener este proyecto de ley que explícitamente se declara “No Punitivo”, es precisamente, su enfoque pedagógico. Concluyó que sólo será viable si está incluido dentro de la Educación Cívica.



El Diputado señor Mario Venegas expresó tener dos miradas respecto del proyecto:


1) Desde un punto de vista formal, su título induce a error, porque finalmente sólo modifica la ley N° 20.370, del Ministerio de Educación, Y


2) Desde un punto de vista práctico, manifestó que en su experiencia en el aula vio como a los docentes se les imponía desde el nivel central una serie de acciones que, finalmente, eran un fracaso. Por ejemplo, en el gobierno militar se buscaba enseñar valores en la hora de consejo de curso. Por otra parte, señaló que no le cabe duda que la peor decisión sería implementar la prevención de drogas en la malla curricular, por su experiencia como monitor formado por el Ministerio de Educación en la materia. 

Asimismo, destacó que los encargados de convivencia escolar carecen de tiempo, espacio y recursos. Por ende, es absurdo asignarles más funciones, cuando ni siquiera han cumplido en materia de convivencia escolar.

Por último, estimó que deben realizarse un conjunto de acciones que permeen la esfera escolar y no la imposición de un curso para la prevención de drogas.

La Diputada señora María José Hoffmann destacó como positivo que el proyecto sensibilice y visibilice el tema del consumo de drogas, que cada día se agrava y constituye un flagelo que afecta la niñez y la juventud, cuya superación compromete al Estado como tal y especialmente a toda la sociedad.

El Senador señor Orpis recordó que el proyecto originalmente se refería a la ley 
N° 20.000, porque pretendía abordar el tema desde un punto de vista integral versus su carácter represivo actual.

Asimismo, reconoció que el proyecto finalmente aprobado por el Senado es sumamente débil, y que él es partidario de aplicar una política de shock, especialmente, en consideración a que un 25 por ciento de la deserción escolar se produce por causa del alcohol y drogas, y que el mayor aumento en el consumo se produce en los cursos más bajos. Por ello, afirmó que no hay más opción que imponer la prevención de un modo obligatorio.

Solicitó que la Comisión incorporé la letra k) desechada por el Senado, referida a la elaboración e implementación de un plan de prevención, pese a que en su concepto se trata de una norma débil por cuanto no se hace cargo del consumo problemático de drogas; se deja al libre albedrío de los establecimientos educacionales incorporar la prevención de drogas donde ellos quieran, e impide evaluaciones incluso sobre la percepción de riesgo. 


En consecuencia insistió en la importancia de que el plan de prevención se incorpore a la hora de orientación.


La Diputada señora Cristina Girardi coincidió con las opiniones expresadas anteriormente en el sentido de que el proyecto es sumamente débil sin un plan de prevención de drogas, tal como establecía la letra K) desechada por el Senado.


Consultó si efectivamente existe interés en elaborar un proyecto de ley viable, porque se trata de un tema complejo y desbordante. Afirmó que aprobar el proyecto del mismo modo que ha sido presentado ante la Comisión significaría mantener el problema y no contribuir a su solución.


El Diputado señor Rodrigo González afirmó que no cabe duda de la gravedad, urgencia y necesidad de abordar de un modo integral la materia, que en ese sentido la letra K) enriquecía. 


Consideró necesario contar con la presencia del Ministerio de Educación en el análisis de este proyecto, a fin de conocer sobre la experiencia que ha arrojado implementación y funcionamiento del encargado de convivencia escolar, conjuntamente con la exposición de los expertos sobre la materia.


El Diputado señor German Verdugo apuntó a un problema de recursos para implementar el proyecto y recordó que en la ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP) se estableció que la convivencia escolar es un ítem en que se pueden invertir dichos recursos. Afirmó que, en su opinión, los recursos están pero no se saben gastar.

V. VOTACIÓN DEL PROYECTO EN GENERAL


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación, luego de escuchar las exposiciones y debatir sobre la imperiosa la necesidad de perfeccionar el texto del proyecto de ley, acordó aprobarlo en general con 12 votos a favor 


La iniciativa fue aprobada en general por doce (12) votos a favor, cero (0) votos en contra y cero (0) abstenciones de los diputados presentes: señoras María José Hoffmann (Presidenta) y Cristina Girardi Lavín y los señores Sergio Aguiló Melo, Germán Becker Alvear, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, José Antonio Kast Rist, Manuel Monsalve Benavides, Manuel Rojas Molina, Gabriel Silber
VI. RECHAZO EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


Finalmente, a instancia del Senador Orpis y por propio convencimiento, los Diputados miembros de la Comisión estuvieron contestes en que, a pesar de valorar profundamente la necesidad de contar con mayores instrumentos legales para combatir la drogadicción, debía rechazarse en particular el proyecto de ley con el objeto de generar una nueva instancia con el Ejecutivo, que permita en una Comisión Mixta un mayor debate y deliberación.


Puesto en votación en particular, el proyecto fue rechazado por siete (7) votos en contra, cero (0) votos a favor y cero (0) abstenciones. Votaron en contra los diputados señoras María José Hoffmann (Presidenta) y Cristina Girardi Lavín y los señores Sergio Aguiló Melo, Rodrigo González Torres, Manuel Rojas Molina, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto.

VII. ROYECTO DE LEY RECHAZADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Educación no recomienda aprobar, en general y en particular el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación, y del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 2005:


1.- Intercálase, en el inciso tercero del artículo 15, a continuación de la locución “encargado de convivencia escolar”, la frase “y de prevención de consumo de alcohol y drogas”.


2.- Agrégase, en la letra f) del artículo 46, el siguiente párrafo final:


“Dicho reglamento, además, deberá incluir una política para la prevención del consumo de alcohol y drogas.”.”.

-o-


Tratado y acordado en las sesiones celebradas los días 10 de diciembre de 2013 y 7 de enero de 2014, con la asistencia de los miembros de la Comisión, diputados señoras Hoffmann, doña María José (Presidenta de la Comisión) y Girardi, doña Cristina, y señores Aguiló, don Sergio; Becker, don Germán; Bobadilla, don Sergio; González, don Rodrigo; Gutiérrez, don Romilio; Kast, don José Antonio; Monsalve, don Manuel; Rojas, don Manuel; Silber, don Gabriel; Venegas, don Mario, y Verdugo, don Germán.


Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014.

(Fdo.): HERNÁN ALMENDRAS CARRASCO, Abogado Secretario de la Comsión”.
6. Informe de la Comisión Revisora de Cuentas sobre el ejercicio presupuestario de la Cámara de Diputados correspondiente al año 2012

“Honorable cámara:

La Comisión Revisora de Cuentas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha procedido a revisar y evaluar el informe sobre el ejercicio presupuestario de la Cámara de Diputados, correspondiente al año 2012, aprobado por la Mesa de ésta, en conformidad al número 5° del artículo 44 de su Reglamento.

I. ANTECEDENTES PREVIOS.

La Ley de Presupuestos de la Nación debe consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Congreso Nacional, sujetándose a la clasificación presupuestaria común para el sector público1. Para estos efectos, los Presidentes de ambas Cámaras comunican al Ministro de Hacienda las necesidades presupuestarias del Congreso Nacional dentro de los plazos y de acuerdo con las modalidades establecidas para el sector público.

La mesa de la Cámara de Diputados tiene, entre sus facultades, la de elaborar el anteproyecto de presupuesto de la Cámara de Diputados y someterlo a la aprobación de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento, dirigir y controlar su ejecución, y presentar, al final de cada ejercicio, un informe acerca de su cumplimiento2.

La Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento tiene la atribución de aprobar el anteproyecto de presupuesto de la Corporación3.

Cada Cámara establece la forma en que se distribuyen los fondos que le correspondan. Las normas sobre traspasos internos y el procedimiento que regulan el examen y aprobación de las cuentas de gastos respectivas son fijados también por cada Corporación
.

El servicio de tesorería correspondiente comunica mensualmente al Ministerio de Hacienda el avance de la ejecución presupuestaria
.

a. El Proceso Contable

El proceso contable está inserto en el sistema de administración financiera del Estado y comprende:

· El conjunto de procesos administrativos que permiten la obtención de recursos y su aplicación a la concreción de los logros de los objetivos del Estado. La administración financiera incluye, fundamentalmente, los procesos presupuestarios, de contabilidad y de administración de fondos
.

· El sistema de administración financiera del Estado comprende los servicios e instituciones, entre las que se incluye el Congreso Nacional, y en particular la Cámara de Diputados, que para todos los efectos se entienden como parte del sector público
.

· El sistema de contabilidad gubernamental es el conjunto de normas, principios y procedimientos técnicos, dispuestos para recopilar, medir, elaborar, controlar e informar todos los ingresos, gastos, costos y otras operaciones del Estado
.

· El sistema de contabilidad gubernamental es integral y aplicable a todos los organismos del sector público. Además, será uniforme en cuanto a normas, principios, procedimientos, plan de cuentas, estados e informes financieros
.

· La Contraloría General de la República lleva la contabilidad de la Nación y establece los principios y normas contables básicas y los procedimientos por los que se rige el sistema de contabilidad gubernamental. Las instrucciones que dicho órgano de control imparte al respecto, son de aplicación obligatoria para todos los servicios que integran el sector público, incluyendo a la Cámara de Diputados
.

· Cada Cámara del Congreso Nacional determina la forma en que participa en el sistema de información administrativa y financiera establecido para los órganos y servicios públicos regidos por la Ley de Administración Financiera del Estado, información que acredita el cumplimiento de las normas legales aplicables al Congreso Nacional
.

Por su parte, de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica N° 10.336, le corresponde a la Contraloría General de la República, entre otras funciones, llevar la Contabilidad General de la Nación. Para tal efecto establece normas, procedimientos e imparte instrucciones a los servicios  e instituciones públicas, municipios y otros entes sujetos al cumplimiento de esas normas.

Entre las instrucciones se encuentra vigente el instructivo para la presentación de Estados Financieros a partir del año 2011, indicadas en el Oficio CGR N° 63.652 de 2011 de la Contraloría General de la República, en el cual se indica que los estados financieros que corresponde preparar son los siguientes: 

· Estado de Situación Patrimonial 

· Estado de Resultados, 

· Estado de Situación Presupuestaria

· Estado de Flujos de Efectivo

· Estado de Cambios en el Patrimonio Neto 

· Notas Explicativas

En el mismo oficio N° 63.652, se indica que los Estados Financieros deberán prepararse en base a las operaciones registradas de conformidad con lo previsto en la normativa y procedimientos contables vigentes expuestos en los oficios circulares N° 60.820 de 2005 y 54.900 de 2006, y presentarse de acuerdo con el diseño establecido en el oficio N° 54.977 de 2010.

En el Oficio N° 54.977 de 2010 la Contraloría General de la República manifiesta que las normas serán de carácter obligatorio en las entidades públicas afectas al sistema de contabilidad general de la Nación, y se aplicarán considerando los hechos económicos generados durante la ejecución del ejercicio contable correspondiente al período que va entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año.

Para la Cámara de Diputados se han establecido como funciones del Tesorero-Administrador
:

1° Llevar libro de caja y mayor para la contabilidad de la Tesorería y cuenta separada para cada ítem del Presupuesto de la Cámara, y

2° Presentar la cuenta semestral a la Cámara, acompañada de los comprobantes respectivos.

b. Las Auditorías

Corresponde a la Contraloría General de la República, en cuanto al control financiero del Estado, fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que dicen relación con la administración de los recursos del Estado y efectuar auditorías para verificar la recaudación, percepción e inversión de sus ingresos y de las entradas propias de los servicios públicos
.

El sistema de control financiero comprende todas las acciones orientadas a cautelar y fiscalizar la correcta administración de los recursos del Estado. Verificará fundamentalmente el cumplimiento de los fines, el acatamiento de las disposiciones legales y reglamentarias y la obtención de las metas programadas por los servicios que integran el Sector Público
.

En el Congreso Nacional, para efectos del examen y aprobación de las cuentas de gastos,  sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66 A, cada Cámara tiene una comisión revisora de cuentas.  Las cuentas del Congreso Nacional son públicas y una síntesis de ellas se publica anualmente en el Diario Oficial
. 

El Comité de Auditoría Parlamentaria  está encargado de revisar las auditorías que la Cámara de Diputados efectúe de sus gastos institucionales
.

En el Oficio N° 9247 de 20 de enero de 2011, de la Presidenta de la Cámara de Diputados al Presidente del Senado, se comunicó la aprobación por parte de la Cámara de Diputados a la proposición de la Comisión Bicameral relativa al reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.

Dicho reglamento determina que el Comité de Auditoría Parlamentaria tendrá como objetivo encargarse de revisar, en forma previa al examen que les corresponde realizar a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, las auditorías que se efectúen a los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional
.

A su vez, indica las funciones del Comité de Auditoría, entre las que se encuentra la revisión de las auditorías encargadas por el Senado y la Cámara de Diputados sobre sus gastos institucionales y remitir su informe a la respectiva Comisión Revisora de Cuentas, por intermedio del correspondiente Secretario General
.

El Comité de Auditoría Parlamentaría junto con las Secretarías Generales de ambas Cámaras elabora un plan anual de trabajo, el que eleva al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias para su aprobación. Este plan debe contener, entre otros, un procedimiento de análisis de las auditorías relativas a gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional
.

En materia de procedimientos de trabajo, durante el desarrollo del Plan Anual, el Comité de Auditoría Parlamentaría considera  las normas de auditoría de general aplicación en la disciplina
.

Por su parte, El Comité de Auditoría Parlamentaria, por intermedio del Secretario General de la Cámara respectiva, debe enviar a las comisiones revisoras de cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, según sea el caso, el informe indicado en el número 5 del artículo 3°, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los documentos en que consten las auditorías efectuadas a los gastos institucionales de cada Corporación
.

c. Proceso interno

El proceso completo, desde la ejecución del presupuesto hasta los informes que llegan a la Comisión Revisora de Cuentas considera diversas actividades que se grafican más adelante.

Toda la gestión financiera de la Cámara de Diputados se debe efectuar en concordancia con el Presupuesto aprobado para el año calendario e incluido en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Es la Dirección de Finanzas la encargada de la administración del presupuesto de la Corporación, del registro de la ejecución presupuestaria, y de informar sobre la gestión financiera y presupuestaria de la Corporación. Los informes contables sobre la gestión presupuestaria y financiera deben ser preparados por la Dirección de Finanzas cumpliendo con las normas vigentes para tal efecto. 

La auditoría a los estados financieros emitidos por la Dirección de Finanzas debe ser efectuada por la Contraloría Interna, cumpliendo con las normas de auditoría generalmente aceptadas en Chile, lo que permitirá emitir una opinión sobre los informes auditados. 

Posteriormente, el Comité de Auditoría Parlamentaria revisa el informe de auditoría a los estados financieros y emite una opinión en un plazo de 30 días, según se indica en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Finalmente, los documentos que se entregarán a la Comisión Revisora de Cuentas de la Corporación son los estados financieros emitidos por la Dirección de Finanzas, la opinión de la auditoría a dichos estados financieros emitida por la Contraloría Interna y el informe del Comité de Auditoría Parlamentaria.








De acuerdo con expuesto, participan del proceso:

· La Dirección de Finanzas, en la administración del presupuesto, registro e informe de la gestión presupuestaria y financiera.

· La Contraloría Interna, en la auditoría de la los estados financieros anuales emitidos por la Dirección de Finanzas y la emisión del informe y opinión correspondientes.

· El Comité de Auditoría Parlamentaria, en la revisión del informe de auditoría emitido por la Contraloría Interna y en el informe a la Comisión Revisora de Cuentas.

· La Comisión Revisora de Cuentas, en la toma de conocimiento de todos los informes antes mencionados e informar a la Sala sobre la cuenta de la Corporación.

-o-
EJERCICIO PRESUPUESTARIO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2012.

ESTADOS FINANCIEROS:
BALANCE GENERAL

Al 31 de Diciembre de 2012

Miles de Pesos de 2012
Factor de Actualización:
1.021

	CUENTAS
	AÑO

31/12/2012
	AÑO

31/12/2011

	ACTIVO
	
	
	
	
	
	

	ACTIVO CORRIENTE
	
	
	1,402,518
	
	
	4,814,463

	RECURSOS DISPONIBLES
	
	1,378,963
	
	
	4,794,783
	

	Disponibilidades en Moneda Nacional
	267,306
	
	
	4,703,986
	
	

	Disponibilidades en Monedas Extranjeras
	
	
	
	
	
	

	Anticipo de Fondos
	1,111,657
	
	
	90,797
	
	

	BIENES FINANCIEROS
	
	23,556
	
	
	19,680
	

	Cuentas por Cobrar
	23,556
	
	
	19,680
	
	

	Deudores Presupuestarios
	o
	
	
	o
	
	

	Gastos Anticipados
	
	
	
	
	
	

	BIENES DE CONSUMO Y CAMBIO
	
	o
	
	
	o
	

	Existencias
	
	
	
	
	
	

	Existencias en Tránsito
	
	
	
	
	
	

	Productos en Proceso
	
	
	
	
	
	

	ACTIVO NO CORRIENTE
	
	
	1,272,475
	
	
	1,682,070

	BIENES FINANCIEROS
	
	o
	
	
	o
	

	Inversiones Financieras
	
	
	
	
	
	

	Préstamos
	
	
	
	
	
	

	BIENES DE USO
	
	1,270,477
	
	
	1,585,317
	

	Bienes de Uso Depreciables
	2,008,752
	
	
	3,015,751
	
	

	Bienes No Depreciables
	
	
	
	
	
	

	Bienes Sujetos a Agotamiento
	
	
	
	
	
	

	Bienes en Leasing
	
	
	
	
	
	

	Bienes de Uso por Incorporar
	
	
	
	
	
	

	Depreciación Acumulada
	-738,275
	
	
	-1,430.434
	
	

	OTROS ACTIVOS
	
	1,997
	
	
	96,754
	

	Bienes Intangibles
	3,138
	
	
	96,754
	
	

	Amortización Acumulada de Intangibles
	-1,141
	
	
	0
	
	

	Costos de Proyectos y Programas
	
	
	
	
	
	

	Deudores de Incierta Recuperación
	
	
	
	
	
	

	Deudores por Rendiciones de Cuentas
	
	
	
	
	
	

	Detrimentos
	
	
	
	
	
	

	Otros Bienes
	
	
	
	
	
	

	TOTAL ACTIVOS
	
	
	2,674,993
	
	
	6,496,533


Camara de Diputados - Balance General
	CUENTAS
	AÑO

31/12/2012
	AÑO

31/12/2011

	PASIVO
	
	
	
	
	
	

	PASIVO CORRIENTE
	
	
	770,727
	
	
	3,400

	DEUDA CORRIENTE
	
	770,727
	
	
	3,400
	

	Depósitos de Terceros
	O
	
	
	o
	
	

	Acreedores Presupuestarios
	770,727
	
	
	3,400
	
	

	OTRAS DEUDAS
	
	o
	
	
	0
	

	Cuentas por Pagar
	o
	
	
	o
	
	

	Provisiones
	
	
	
	
	
	

	Ingresos Anticipados
	
	
	
	
	
	

	Otros Pasivos
	
	
	
	
	
	

	PASIVO NO CORRIENTE
	
	
	o
	
	
	o

	DEUDA PUBLICA
	
	o
	
	
	o
	

	Deuda Pública Interna
	
	
	
	
	
	

	Deuda Pública Externa
	
	
	
	
	
	

	TOTAL PASIVOS
	
	
	770,727
	
	
	3,400

	PATRIMONIO NETO
	
	
	1.904.266
	
	
	6.493,134

	PATRIMONIO DEL ESTADO
	
	1,904,266
	
	
	6,493,134
	

	Patrimonio Institucional
	179,777
	
	
	181,680
	
	

	Resultados Acumulados
	6,286,008
	
	
	2,753,342
	
	

	Resultado del Ejercicio
	-4,561,518
	
	
	3,558 112
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	Incrementos Patrimoniales Directos
	
	
	
	
	
	

	Detrimentos Patrimoniales Directos
	
	
	
	
	
	

	TOTAL PASIVOS Y PATRIMONIO NETO
	
	
	2,674,993
	
	
	6.496,533


	
	ESTADO DE RESULTADOS

Desde el 01 de enero al 31 de diciembre de 2012
Miles de Pesos


Factor de Actualización:
1.021

	CUENTAS
	2012
	2011

	INGRESOS PATRIMONIALES
	
	

	INGRESOS TRIBUTARIOS
	
	

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	
	

	INGRESOS OPERACIONALES
	
	

	TRANSFERENCIAS RECIBIDAS
	50,916,810
	52,646,248

	VENTA DE ACTIVOS
	16,764
	4,993

	OTROS INGRESOS PATRIMONIALES
	862,086
	197,458

	TOTAL INGRESOS
	51,795,660
	52,848,698

	GASTOS PATRIMONIALES
	
	

	TRASPASOS AL FISCO
	
	

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	307.961
	309,071

	GASTOS OPERACIONALES
	45,833,328
	41,544,728

	TRANSFERENCIAS OTORGADAS
	8,600,569
	6,684,604

	COSTO DE VENTA
	22,233
	3,505

	GASTOS EN INVERSION PÚBLICA
	
	

	OTROS GASTOS PATRIMONIALES
	1,593,087
	748,678

	TOTAL GASTOS
	56,357.178
	49,290,586

	RESULTADO DEL PERIODO
	-4.561,518
	3,558,112

	
	ESTADO DE SITUACIÓN PRESUPUESTARIA

AGREGADO
Desde el 01 de enero al 31 de diciembre de 2012
Miles
Programa 01 Camara de Diputados
Moneda Nacional

	INGRESOS
	PRESUPUESTO
	EJECUCIÓN

	
	Inicial
	actualizado
	Devengada
	Efectiva
	Por
percibir

	01 IMPUESTOS
	
	
	
	
	

	03 TRIBUTOS SOBRE EL USO DE LOS BIENES Y LA REALIZACIÓN DE LAS ACTIVIDADES
	
	
	
	
	

	04 IMPOSICIONES PREVISIONALES
	
	
	
	
	

	05 TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	
	
	
	
	

	06 RENTAS DE LA PROPIEDAD
	
	
	
	
	

	07 INGRESOS DE OPERACIÓN
	
	
	
	
	

	08 OTROS INGRESOS CORRIENTES
	148,141
	148,141
	826,955
	826,955
	0

	09 APORTE FISCAL
	53,827,442
	55,022,204
	50,916,810
	50,916,810
	0

	10 VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	0
	0
	16,764
	16,764
	0

	11 VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	
	
	
	

	12 RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	
	
	
	
	

	13 TRANSFERENCIAS DE GASTOS DE CAPITAL
	
	
	
	
	

	14 ENDEUDAMIENTO
	
	
	
	
	

	SUBTOTALES
	53,975,583
	55,170,345
	51,760,528
	51,760,528
	0

	15 SALDO INICIAL DE CAJA
	2,000
	808,047
	
	
	

	TOTALES
	53,977,583
	55,978,392
	51,760,528
	51,760,528
	0


	GASTOS
	PRESUPUESTO
	EJECUCIÓN

	
	INICIAL
	ACTUALIZADO
	DEVENGADA
	EFECTIVA
	POR
PAGAR

	21 GASTOS EN PERSONAL
	27,132.862
	28,492,422
	28,584,015
	28,584,015
	0

	22 BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	18,031,720
	17,431,720
	17,253,594
	16,482,867
	770,727

	23 PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	308,400
	308,400
	307,961
	307,961
	0

	24 TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	7,956,320
	8,597,569
	8,600,569
	8,600.569
	0

	25 INGRESOS AL FISCO
	
	
	
	
	

	26 OTROS GASTOS CORRIENTES
	
	
	
	
	

	27 APORTE FISCAL LIBRE
	
	
	
	
	

	28 APORTE FISCAL
	
	
	
	
	

	29 ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	546,281
	1,146,281
	1,102,316
	1,102,316
	0

	30 ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	
	
	
	
	

	31 INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	
	
	
	
	

	32 PRÉSTAMOS
	
	
	
	
	

	33 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	
	
	
	
	

	34 SERVICIOS DE LA DEUDA
	1,000
	1,000
	0
	0
	0

	SU BTOTALES
	53,976,583
	55,977,392
	55,848,456
	55,077,729
	770,727

	35 SALDO FINAL DE CAJA
	1,000
	1,000
	
	
	

	TOTALES
	53,977,583
	55,978,392
	55,848,456
	55,077,729
	770,727


Asistieron a la Comisión durante el estudio de esta materia los señores Miguel Landeros, Secretario General de la Cámara de Diputados; Luis Rojas, Prosecretario; Orlando Catalán, Director de Finanzas;  Patricio Leiva, Jefe de Finanzas, Juan Pavéz, Contralor Interno y Daniel Igor, Auditor Interno.


Se designó Diputado informante al señor Enrique Jaramillo Becker.
II. DEBATE.

En el debate de la Comisión, el Contralor Interno de la Corporación, señor Juan Pavéz, puso a disposición de la Comisión el informe de auditoría a los estados financieros presentados por la Dirección de Finanzas correspondiente al año 2012.

Asimismo, la Comisión recibió el Informe de Revisión de Auditoría de Gastos Institucionales emitido por el Comité de Auditoría Parlamentaria en septiembre de 2013.

Ambos documentos fueron considerados para el dictamen de esta Comisión, conforme con lo dispuesto en el artículo 44 numeral 5° del Reglamento de la Corporación y en el 
artículo 68 de la ley N°19.818, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

-o-
La documentación que respalda todas las operaciones contables, que dieron origen a las partidas registradas en la contabilidad de la Corporación y los informes mensuales remitidos a la Contraloría General de la República relativos a los avances mes a mes de los recursos económicos recibidos y los gastos ejecutados en cada uno de los períodos, se encuentran a disposición de los señores Diputados, en el Departamento de Finanzas de esta Institución.

-o-

Vuestra Comisión, examinados los antecedentes anteriores, con respecto a los pagos habituales, mensuales y esporádicos que deben hacerse, operaciones que se practicaron de acuerdo con los procedimientos contables para el sector público, e incluyeron, por tanto, el análisis de la auditoría interna y del Informe emitido por el Comité de Auditoría Parlamentaria, aplicando otros procedimientos de revisión en la medida que se consideró necesario, pudo comprobar que las operaciones efectuadas durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2012, están conformes en su uso e inversión, aprobó el informe remitido por la Mesa por la unanimidad de los miembros presentes: Diputados señores Enrique Jaramillo, José Miguel Ortiz, Alberto Robles y Germán Verdugo.

En consideración a las razones expuestas, la Comisión recomienda a la Sala aprobar el siguiente:

Proyecto de acuerdo:

“Artículo único.- Apruébanse los estados financieros y contables de la H. Cámara de Diputados correspondiente al año presupuestario y contable 2012, presentados por el Director de Finanzas, auditados por la Contraloría Interna y revisados por el Comité de Auditoría Parlamentaria, remitidos por la Mesa de la Corporación a la Comisión Revisora de Cuentas conforme con el artículo 44 N° 5 del Reglamento Interno. 

-o-
Tratado y acordado en sesiones de fechas 17 de abril, 22 de amyo, 5 y 12 y 18 de junio de 2013 y 9 de enero de 2014 , con la asistencia de los Diputados señores (as) José Miguel Ortiz Novoa (Presidente); Roberto Delmastro Naso; Enrique Jaramillo Becker; Denise Pascal Allende; Carlos Recondo Lavanderos; Alberto Robles Pantoja, Germán Verdugo y Felipe Ward Edwards, según consta en las actas respectivas.
Sala de la Comisión a 9 de enero de 2013.

(Fdo.): OSCAR GONZÁLEZ VEGA, Abogado Secretario de la Comisión”.
7. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Aguiló, Browne,
Carmona; Gutiérrez, don Hugo; Hasbún, Jarpa, Montes y Torres, y de las
diputadas señoras Muñoz y Sepúlveda, que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones
gravísimas o con resultado de muerte. (boletín N° 9244-15).

“Considerando:

1.- Que se cumple un año desde el día lunes 21 de Enero del 2013, en que se produjo la trágica muerte de la pequeña Emilia Silva Figueroa, de sólo nueve meses de edad, producto del choque recibido en la parte posterior del vehículo en que viajaba junto a sus padres, como resultado de la conducción en evidente estado de ebriedad, de Nelson Fariña. A pesar de la gravedad de este hecho, el autor del delito fue condenado por los tribunales de justicia a dos años de pena remitida, cumpliendo su condena en libertad. Nelson Fariña manejaba en manifiesto estado de ebriedad, estado etílico que fue confirmado con el resultado de 1,9 gramos de alcohol en su sangre que arrojó el examen de alcoholemia que se le practicó por parte de la autoridad competente.

2.- La sociedad no comprende cómo un hombre que voluntariamente bebió hasta embriagarse, que voluntariamente condujo un vehículo y mató a una pequeña de nueve meses y destruyó a una familia, con la actual legislación no se le considere autor de un delito grave que le impida obtener su libertad.

3.- El caso de la menor Emilia Silva Figueroa lamentablemente no es el único. Son cientos de familias en nuestro país, que cada año han tenido que vivir el dolor de perder a uno de los suyos o ver a quienes aman con secuelas graves que les impiden vivir normalmente, todo ello producto de la acción de personas ebrias que conducen irresponsablemente vehículos.

Se suma la trágica muerte de Ruth Franchesca Campos Salinas, de 7 años de edad, quien murió atropellada camino a Pelequén, por un conductor que manejaba en estado de ebriedad. Su familia, de la comuna de Chimbarongo de la Región de O'Higgins, clama por justicia, el autor iba conduciendo sin luces encendidas, ebrio y con el celular conversando.

El 18 de septiembre de 2013, Martín Larraín, hijo del senador de RN Carlos Larraín, atropelló a Hernán Canales en la localidad costera de Curanipe. Luego huyó del lugar del accidente sin asistir a Canales quien finalmente murió producto del atropello. A mediados de diciembre Larraín fue reformalizado ante el Tribunal de Garantía de Chanco, por el delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte. El tribunal decretó una firma mensual y la suspensión de la licencia durante el periodo de la investigación.

Tenemos además otros casos conocidos, como el de Arturo Aguilera, Andrés Mariñanco Marín, la familia Selman, los Runners y Ximena Herrera.

Ante ello, la sociedad chilena crecientemente ha tomado conciencia sobre la gravedad e ilicitud de la conducta de quien lesiona gravemente o mata con su acción de conducir en estado de ebriedad.

4.- Según información oficial de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito, el año 2011 ocurrieron 4.206 accidentes de tránsito cuya causa fue el estado de manifiesta ebriedad del conductor, como consecuencia murieron 117 personas y otras 651 resultaron con lesiones graves. Las cifras oficiales de la Comisión antes citada señalan que entre enero a septiembre del 2012, 116 personas murieron por efecto de conductores ebrios. Sin embargo, las víctimas y sus familias seguirán siendo ignoradas en sus derechos fundamentales a la vida e integridad física y emocional.

El Club Europeo de Automovilista de Chile, dice que 344 personas murieron el 2013 por accidente de tránsito en estado de ebriedad. Realizaron los cálculos tomando en cuenta los casos que mueren después de las 24 horas, que no están registrados en Conaset.

5.- Es cierto que nuestro país ha avanzado en las restricciones a la conducción bajo los efectos del alcohol, redefiniendo los niveles de alcohol en la sangre que tipifican la conducción bajo la influencia del alcohol y el manejo en estado de ebriedad y ha legislado endureciendo las sanciones pecuniarias y de suspensión de licencias de conducir. En este sentido las modificaciones introducidas por la Ley 20.580 a la Ley 18.290 denominada tolerancia cero, son un importante avance, pero son completamente insuficientes para los cientos de casos como los de Emilia Silva Figueroa.

En efecto, la Ley 20.580 introdujo básicamente modificaciones referidas a la conducción bajo la influencia del alcohol, estableciendo la ebriedad en 0,8 grs. por mil de alcohol en la sangre. Esta modificación al artículo 196, inciso tercero, elevó mínimamente la pena pecuniaria y estableció la pena subsidiaria de inhabilidad perpetua para conducir.

Sin embargo, no se modificaron las normas referidas al monto de la pena del delito de manejo en estado de ebriedad, aspecto esencial que necesita ser cambiado para terminar con la conducción irresponsable y la impunidad existente ante este delito.

6.- Hoy es indispensable avanzar en una calificación mayor del delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte; sancionándole como lo que es: un delito grave, un crimen. El autor sabe que el conducir en estado de ebriedad está prohibido, y que dicha conducta importa un peligro grave y cierto de dañar gravemente la vida o integridad física de terceras personas; sin embargo, voluntariamente bebe y toma un vehículo para conducirlo por calles, caminos y avenidas donde otras personas, de distintas edades, circulan confiadas en que alguien no cometerá una acción tan grave que le afectará su propia vida o la de sus seres queridos que le acompañan.

El principal problema existente, es que los autores de este delito no quedan en prisión preventiva mientras dura el proceso y finalmente cumplen una corta condena en libertad, debido a lo baja de la pena, que tiene carácter de simple delito y cuyo monto es de presidio menor en su grado máximo, de tres años y un día a cinco años, la que en virtud de la aplicación de atenuantes, permite rebajarla al mínimo, producto de lo cual los autores no estarán nunca privados de libertad a pesar de la gravedad del delito.

7.- En los conductores ebrios existe la voluntad de actuar infringiendo las normas legales que prohíben la conducta, aceptando claramente que su acción en un grado de alta probabilidad afectará la vida o integridad física de terceros. Aquí estamos claramente ante una conducta intencional, pues el sujeto conductor-ebrio sabe que manejar en este estado constituye delito, sabe que es altamente probable causar con esa acción un grave resultado en terceros: lesiones gravísimas o muerte, no necesariamente desea que dichos resultados se produzcan, sin embargo los acepta como posibles efectos de su acto de conducir en estado de ebriedad. Entonces, sólo se puede concluir que se debe sancionar como delito grave el hecho de lesionar gravemente o causar la muerte a otro por conducir un vehículo en estado de ebriedad. Sólo así, el ordenamiento jurídico será capaz de reflejar la profunda convicción de la sociedad chilena acerca de la magnitud de esta conducta, promoverá la inhibición de éstas, y posibilitará una mayor justicia para las víctimas y sus familias.

8.- Por lo anteriormente expuesto, proponemos:

A.- Elevar la pena del delito de manejo en estado de ebriedad cuando se causen lesiones gravísimas o la muerte de una o más personas, a presidio mayor en su grado mínimo, esto significa una pena de crimen de cinco años y un día a diez años. Se sima a esto, la inhabilitación perpetua para conducir.

B.- Modificar la Ley N° 18.216, modificada por la Ley 20.603, que establece penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, incorporando el delito de manejo en estado de ebriedad dentro de aquellos delitos, a los cuales no se le pueden aplicar estas penas sustitutivas, con el fin de que los autores de este delito cumplan una condena efectiva.

Por tanto:
En virtud de estas consideraciones, y las normas constitucionales y legales vigentes, los Diputados y las Diputadas abajo firmantes, venimos en presentar a la Honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO: Reemplázase el inciso tercero del artículo 196 de la Ley de Tránsito N° 18.290, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, de 2009, por el texto siguiente:

“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal, o la muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio mayor en su grado mínimo y multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”
ARTÍCULO SEGUNDO: Incorpórase en el inciso 2° del artículo 1°de la Ley 18.216, modificada por la Ley 20.603, a continuación del punto seguido, lo siguiente:

“No procederá además la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores del delito consumado previsto en el inciso tercero del artículo 196 de la Ley N° 18.290, de Tránsito.”
8. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol N° 2.365-12-INA

“Santiago, 14 de enero de 2014.


Oficio N° 9.423


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 14 de enero de 2014, en el proceso sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, ROL N° 2.365-12-INA respecto de los artículos 48 y 108, letra b) de la ley N° 19.039 de Propiedad Industrial.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
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� La sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de julio de 2009, recaída en el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04), dispuso, en su considerando octavo, que solamente los artículos 11, incisos segundo y siguientes, 12 y 16 de dicha iniciativa, no “legislan sobre materias propias de la leyes orgánicas constitucionales referidas en los considerandos cuarto y quinto” (sic). De conformidad a lo anterior, todas las demás disposiciones de dicha legislación tienen dicho carácter normativo.


� Artículo 15.- Los establecimientos educacionales promoverán la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de la formación de centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza del establecimiento.


En cada establecimiento subvencionado o que recibe aportes del Estado deberá existir un Consejo Escolar. Dicha instancia tendrá como objetivo estimular y canalizar la participación de la comunidad educativa en el proyecto educativo y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.


Aquellos establecimientos que no se encuentren legalmente obligados a constituir dicho organismo deberán crear un Comité de Buena Convivencia Escolar u otra entidad de similares características, que cumpla las funciones de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior. Todos los establecimientos educacionales deberán contar con un encargado de convivencia escolar, que será responsable de la implementación de las medidas que determinen el Consejo Escolar o el Comité de Buena Convivencia Escolar, según corresponda, y que deberán constar en un plan de gestión.


Artículo 46.- El Ministerio de Educación reconocerá oficialmente a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media, cuando así lo soliciten y cumplan con los siguientes requisitos:


f) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento y los distintos actores de la comunidad escolar, y que garantice el justo procedimiento en el caso en que se contemplen sanciones. Este reglamento no podrá contravenir la normativa vigente.


� No se realizó por curso. Es un promedio de octavo básico a cuarto medio.


1 Articulo 67 Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


2 Articulo 44 número 5 Reglamento de la Cámara de Diputados.


3 Articulo 219 Reglamento de la Cámara de Diputados


� Articulo 68 Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


� Articulo 68 Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


� Artículo 1° Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Artículo 2° Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Artículo 63 Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Artículo 64 Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Artículo 65 Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Articulo 68 Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional


� Artículo 320 Reglamento de la Cámara de Diputados.


� Artículo 52 Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Artículo 51 Decreto Ley 1.263 Orgánico de Administración Financiera del Estado


� Articulo 68 Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional


� Articulo 66 A Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional


� Artículo 1° letra b) Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria


� Artículo 3° Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria


� Artículo 7° Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria


� Artículo 8°  número 3 Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria


� Artículo 15 Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria





